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Naucalpan de Juárez, Estado de México; ocho de 
octubre de dos mil veintiséis.

V I S T O S para dictar sentencia definitiva en los autos 

del juicio oral mercantil 832/2025, promovido por  **** 

******* ******** ******** *********** ** 
***** ********* ***** ********** **** ******, por conducto de su 

apoderado legal ****** ****** ******** en contra de ****** 

****** ******* ******.

R E S U L T A N D O:

PRIMERO. Demanda. Por escrito presentado 

electrónicamente a través del Portal de Servicios en Línea del 

Poder Judicial de la Federación, el veinte de octubre de dos mil 

veinticinco, turnado por la Oficina de Correspondencia Común 

de los Juzgados de Distrito en el Estado de México, con 

residencia en Naucalpan de Juárez, a este Juzgado de Distrito 

en Materia Mercantil Federal, en la entidad y residencia antes 

citadas y, recibido el veintitrés siguiente;  **** ******* 

******** ******** 
*********** ** ***** 
********* ***** 
********** **** ******, demandó en la vía oral mercantil de 

****** ****** ******* ******, las siguientes prestaciones:

“a).- El pago en Moneda Nacional de la cantidad 
equivalente a  ****** ******** * *** ***** 
******** * **** ***** ******** ******* 
********* ** ** ****** ** ****** de 
acuerdo con el valor que dé a conocer la Comisión 
Nacional de Salarios Mínimos mediante su publicación 
en el Diario Oficial de la Federación en la fecha de 
pago respectiva, por concepto de capital. 
b),- El pago de la cantidad que se determine en 
ejecución de sentencia, por concepto de intereses 
ordinarios devengados desde el veintiocho de febrero 
del de dos mil veinticinco, a la fecha más los que se 
sigan devengando hasta la total solución del adeudo. 
c) El pago de la cantidad que se determine en 
ejecución de sentencia, por concepto de intereses 
moratorios, devengados desde el primero de mayo de 
dos mil veinticinco, a la fecha más los que se sigan 
devengando hasta la total solución del adeudo. 
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d).- El vencimiento anticipado del plazo para el pago 
del adeudo 
e).- El pago de los gastos y costas que se originen con 
motivo del presente juicio.”.

La parte actora fundó su acción en los hechos y 

consideraciones de derecho contenidos en su escrito de 

demanda; ofreció las pruebas de su intención, y solicitó que en 

su oportunidad se dictara sentencia, condenando a la parte 

demandada a las prestaciones reclamadas.

SEGUNDO. Prevención de la demanda. Por proveído 

de veintisiete de octubre de dos mil veinticinco, se recibió la 

demanda, se registró en el libro de control electrónico número 3 

del Sistema Integral de Seguimiento de Expedientes, de este 

juzgado con el número de expediente 832/2025 y se previno a 

la parte promovente en los términos ahí señalados.

Luego, por escrito presentado electrónicamente el tres 

de noviembre de ese mismo año, la accionante desahogó el 

requerimiento que le fue formulado.

TERCERO. Admisión de la demanda. El cinco de 
noviembre de dos mil veinticinco, se tuvo por desahogada la 

prevención y se admitió la demanda; se ordenó el 

emplazamiento de la parte demandada, y se tuvieron por 

anunciadas las pruebas de la parte actora, reservándose sobre 

su admisión o desechamiento para el momento procesal 

oportuno.

CUARTO. Diligencia de Emplazamiento. Mediante 

diligencia de veinticinco de febrero de dos mil veintiséis, y 

luego de varios intentos, la actuaria de la adscripción, realizó el 

emplazamiento a juicio de la enjuiciada; para lo cual, le corrió el 

traslado de ley; le hizo del conocimiento que tenía un plazo de 

nueve días para que ocurriera a contestar la demanda 

promovida en su contra, así como para que opusiera las 

excepciones y defensas que tuviere para ello.
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QUINTO. Contestación de demanda. Por acuerdo de 

doce de marzo de dos mil veintiséis, se tuvo a la parte 

demandada, por propio derecho, dando contestación a la 

demanda instaurada en su contra; oponiendo las excepciones y 

defensas que consideró pertinentes y ofreció las pruebas de su 

intención, por lo que, se dio vista a la parte actora en términos 

del artículo 1390 Bis 17 del Código de Comercio.

SEXTO. Desahogo de la vista de la contestación de 
demanda. El veinte de marzo de dos mil veintiséis, se tuvo a 

la parte actora desahogando la vista relativa a la contestación 

de demanda y, se señaló fecha y hora para la celebración de la 

audiencia preliminar. 

SÉPTIMO. Audiencia preliminar. El veintiocho de 
mayo de dos mil veintiséis, tuvo verificativo la audiencia 

preliminar, misma que obra videograbada y a la que se hace 

remisión en obvio de repeticiones.

En principio, analizó la legitimación procesal de las 

partes y en ese acto, se analizó la excepción procesal de falta 
de personalidad del apoderado de la parte actora, la cual se 

declaró infundada.

Se determinó que las demás excepciones opuestas, al 

ser de carácter perentorio, serían analizadas al resolver en 

definitiva.

En la etapa de conciliación o mediación, no hubo 

acuerdo de voluntades, no se fijaron acuerdos sobre hechos no 

controvertidos, ni tampoco acuerdos probatorios.

Posteriormente, se procedió a la calificación de las 

pruebas ofrecidas por las partes, admitiéndose las 

documentales, instrumental pública de actuaciones y la 
presuncional legal y humana.
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Luego, se desechó la documental consistente en el 

correo electrónico ofrecida por la demandada, al no haberse 

exhibido.

Por lo que hace a las documentales vía requerimiento 

ofertadas por la justiciable, se admitieron respecto de la póliza, 

estado de cuenta y la resolución ahí precisadas, no obstante se 

desecharon las relativas a la constancia notarial, instrumento 

público y certificación, por los motivos ahí expuestos.

Además, se admitió la documental vía informe a cargo 

del  ********* ******** *** ****** ****** y   *********** 

********* **** , mientras que la dirigida a  ******** se 

desechó por los razonamientos ahí vertidos.

De igual forma, se admitió la pericial contable ofrecida 

por la demandada.

Asimismo, se tuvo a las partes objetando las pruebas 

admitidas a su contraria, en cuanto a su alcance y valor 

probatorio y se señaló fecha y hora para la celebración de la 

audiencia de juicio, la cual fue diferida el seis de julio de la 
presente anualidad, toda vez que la suscrita se encontraría 

gozando de su periodo vacacional, de conformidad con el oficio 

SECJyE/1040/2026 emitido por la Secretaría Ejecutiva de la 

Comisión de Carrera Judicial y Especialización del Órgano de 

Administración Judicial del Poder Judicial de la Federación, por 

lo que se fijaron las once horas del veintisiete de agosto de dos 

mil veintiséis.

Dicha audiencia fue diferida mediante auto de 

veintisiete de agosto de ese mismo año, por así haberlo 

solicitado las partes, toda vez que se encontraban en pláticas 

conciliatorias a fin de dar por concluida la presente controversia, 

señalándose en su lugar las once horas del veinticinco de 

septiembre siguiente.
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OCTAVO. Audiencia de juicio. El veinticinco de 
septiembre de dos mil veintiséis, tuvo verificativo la audiencia 

de juicio, en la que se desahogaron las pruebas admitidas a las 

partes, consistentes en las documentales; la instrumental de 
actuaciones y la presuncional legal y humana.

Por lo que hace a la documental vía requerimiento a 
cargo de la demandada, se tuvieron por ciertos los hechos 

que se pretendían probar con dicha probanza.

Asimismo, respecto a la documental vía informe 
admitida a la demandada, se tuvo la deserción de dicho medio 

de convicción, por las razones ahí expuestas.

Luego, en cuanto a la prueba pericial contable, se tuvo 

por desistida a la parte oferente en su entero perjuicio.

Luego, las partes formularon los alegatos de su 

intención, los que serán considerados al momento de dictar la 

sentencia respectiva.

Posteriormente, se declaró visto el presente asunto para 

oír sentencia definitiva, por lo que se fijó fecha y hora para que 

tuviera verificativo su reanudación.

NOVENO. Reanudación de la audiencia de juicio. El 

ocho de octubre de dos mil veintiséis, tuvo verificativo la 

reanudación de la audiencia de juicio, en la que se dictó 

sentencia, la cual es al tenor de los siguientes:

C O N S I D E R A N D O S:

PRIMERO. Competencia. Este Juzgado de Distrito en 

Materia Mercantil Federal en el Estado de México, con 

residencia en Naucalpan de Juárez, es legalmente competente 

para conocer y resolver el presente juicio, con fundamento en lo 

dispuesto por los artículos 104, fracción II, de la Constitución 
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Política de los Estados Unidos Mexicanos, 56, fracción I, de la 

Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación; el Acuerdo 

General 3/2013 del Pleno del extinto Consejo de la Judicatura 

Federal, publicado en el Diario Oficial de la Federación el 

quince de febrero de dos mil trece, relativo a la determinación 

del número y límites territoriales de los circuitos en que se 

divide la República Mexicana, y al número, a la jurisdicción 

territorial y especialización por materia de los tribunales 

colegiados y unitarios de circuito y de los juzgados de distrito; y 

el diverso Acuerdo General 31/2017 del Pleno del Consejo de la 

Judicatura Federal, relativo a la denominación, residencia, 

competencia, jurisdicción territorial, domicilio y fecha de inicio 

del Juzgado de Distrito en Materia Mercantil Federal en el 

Estado de México, publicado en el Diario Oficial de la 

Federación el ocho de diciembre de dos mil diecisiete.

Asimismo, en los artículos 75, fracción XXIV, 1049, 

1090, 1091, 1092, 1093, 1094, fracciones I y III, 1339, 1390 Bis 

y demás relativos del Código de Comercio aplicable al presente 

asunto, toda vez que se trata de una controversia de orden 

mercantil que se suscita sobre el cumplimiento y aplicación de 

leyes federales; en la misma se discuten sólo intereses 

particulares; además, por la fecha de presentación de la 

demanda —veinte de octubre de dos mil veinticinco— no 

hay limitación de cuantía para promover esos juicios.

Aunado a que la parte demandada no opuso la 

excepción de incompetencia en el presente asunto, por lo que 

se estima que se sometió tácitamente a la competencia de este 

órgano jurisdiccional. 

SEGUNDO. Procedencia de la vía. Al ser un 

presupuesto procesal de orden público, se analizará previo al 

estudio del fondo del asunto, la procedencia de la vía oral 

mercantil propuesta por la parte actora.
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Lo anterior en términos de la jurisprudencia 25/2005, 

emitida por la entonces Primera Sala de la Suprema Corte de 

Justicia de la Nación, publicada en el Semanario Judicial de la 

Federación y su Gaceta, Tomo XXI, de abril de 2005, con 

registro IUS 178665, de rubro y texto: 

“PROCEDENCIA DE LA VÍA. ES UN PRESUPUESTO 
PROCESAL QUE DEBE ESTUDIARSE DE OFICIO 
ANTES DE RESOLVER EL FONDO DE LA 
CUESTIÓN PLANTEADA. El derecho a la tutela 
jurisdiccional establecido por el artículo 17 de la 
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos 
no es ilimitado, sino que está restringido por diversas 
condiciones y plazos utilizados para garantizar la 
seguridad jurídica. Así, las leyes procesales determinan 
cuál es la vía en que debe intentarse cada acción, por 
lo cual, la prosecución de un juicio en la forma 
establecida por aquéllas tiene el carácter de 
presupuesto procesal que debe atenderse previamente 
a la decisión de fondo, porque el análisis de las 
acciones sólo puede llevarse a efecto si el juicio, en la 
vía escogida por el actor, es procedente, pues de no 
serlo, el Juez estaría impedido para resolver sobre las 
acciones planteadas. Por ello, el estudio de la 
procedencia del juicio, al ser una cuestión de orden 
público, debe analizarse de oficio porque la ley 
expresamente ordena el procedimiento en que deben 
tramitarse las diversas controversias, sin permitirse a 
los particulares adoptar diversas formas de juicio salvo 
las excepciones expresamente señaladas en la ley. En 
consecuencia, aunque exista un auto que admita la 
demanda y la vía propuesta por la parte solicitante, sin 
que la parte demandada la hubiere impugnado 
mediante el recurso correspondiente o a través de una 
excepción, ello no implica que, por el supuesto 
consentimiento de los gobernados, la vía establecida 
por el legislador no deba tomarse en cuenta. Por tanto, 
el juzgador estudiará de oficio dicho presupuesto, 
porque de otra manera se vulnerarían las garantías de 
legalidad y seguridad jurídica establecidas en el artículo 
14 constitucional, de acuerdo con las cuales nadie 
puede ser privado de la vida, de la libertad o de sus 
propiedades, posesiones o derechos, sino mediante 
juicio seguido ante los tribunales previamente 
establecidos, en el que se cumplan las formalidades 
esenciales del procedimiento. Luego entonces, el 
juzgador, en aras de garantizar la seguridad jurídica de 
las partes en el proceso, debe asegurarse siempre de 
que la vía elegida por el solicitante de justicia sea la 
procedente, en cualquier momento de la contienda, 
incluso en el momento de dictar la sentencia definitiva, 
por lo que debe realizar de manera oficiosa el estudio 
de la procedencia de la vía, aun cuando las partes no la 
hubieran impugnado previamente.”.
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La vía oral mercantil resulta la idónea para promover el 

presente juicio, ya que de conformidad con lo dispuesto en los 

artículos 75, fracción XXIV y 1049, ambos del Código de 

Comercio, la controversia que aquí se ventila deriva de actos 

comerciales, toda vez que la pretensión planteada por la actora, 

consiste en la declaración del vencimiento anticipado de un 

contrato de apertura de crédito simple con interés y 

garantía hipotecaria, en tanto que por disposición de los 

numerales 1055, 1390 Bis y 1390 Bis 1 de la citada legislación 

vigente en la fecha de presentación de la demanda —veinte de 
octubre de dos mil veinticinco—, los juicios mercantiles son, 

entre otros, orales, en los que se tramitarán todas las 

contiendas mercantiles sin limitación de cuantía, y no existe una 

vía especial para este tipo de juicios.

TERCERO. Legitimación. Por ser la legitimación en la 

causa un aspecto que atañe al fondo de la cuestión litigiosa y 

que, por tanto, lógicamente sólo puede analizarse en el 

momento en que se pronuncie la sentencia definitiva, ha lugar a 

analizar la misma en este fallo.

Lo anterior encuentra apoyo en la tesis jurisprudencial 

J/67, sustentada por el Tercer Tribunal Colegiado en Materia 

Civil del Sexto Circuito, publicada en el Semanario Judicial de la 

Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomo XXVIII, julio de 

2008, página 1600, registro 169271, de rubro y texto:

“LEGITIMACIÓN EN LA CAUSA. SÓLO PUEDE 
ESTUDIARSE EN LA SENTENCIA DEFINITIVA Debe 
distinguirse la legitimación en el proceso, de la 
legitimación en la causa. La primera es un presupuesto 
del procedimiento que se refiere o a la capacidad para 
comparecer al juicio, para lo cual se requiere que el 
compareciente esté en pleno ejercicio de sus derechos 
civiles, o a la representación de quien comparece a 
nombre de otro. En este sentido, siendo la legitimación 
ad procesum un presupuesto procesal, puede 
examinarse en cualquier momento del juicio, pues si el 
actor carece de capacidad para comparecer a él o no 
justifica ser el representante legal del demandante, 
sería ociosa la continuación de un proceso seguido por 
quien no puede apersonarse en el mismo. En cambio, 
la legitimación en la causa, no es un presupuesto 
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procesal, sino una condición para obtener sentencia 
favorable. En efecto, ésta consiste en la identidad del 
actor con la persona a cuyo favor está la ley; en 
consecuencia, el actor estará legitimado en la causa 
cuando ejercita un derecho que realmente le 
corresponde. Como se ve, la legitimación ad causam 
atañe al fondo de la cuestión litigiosa y, por tanto, 
lógicamente, sólo puede analizarse en el momento en 
que se pronuncie la sentencia definitiva.”.

La parte actora  **** ******* ******** ******** 

******
***** 
** 
***** 
******
*** 
***** 
******
**** 
**** 

******, se encuentra legitimada, para promover el presente 

juicio oral mercantil en términos de lo dispuesto por el artículo 

1056 del Código de Comercio, pues compareció por conducto 

de su apoderado legal  ****** ****** *******, a efecto de 

hacer valer un derecho personal que deriva del contrato de 
apertura de crédito simple con interés y garantía 
hipotecaria que exhibe como documento base de la acción y 
cuyo pago reclama a la demandada.

No pasa desapercibido que, mediante escritura pública 

****** *********** *** ****** ********* * **** , de veintiséis de 
mayo de dos mil nueve, se advierte la protocolización del 

documento que contiene —entre otros actos— el contrato de 
apertura de crédito simple con interés y garantía 
hipotecaria celebrado —por una parte— por **** ********* 

******** ******** *********** 
** ***** ********* ***** ********** **** ******** y por otra ****** ****** ******* 
******.

Sin embargo, en el instrumento  *******  ******* 

*********** *** ********** ********* * ***** , se advierte que la 

moral  **** ********* ******** ******** *********** ** 

***** ********* ***** ********** **** ********* cambió de 

denominación para quedar de la siguiente manera: “**** 

******* ******** ******** *********** 
** ***** ********* ***** ********** **** ******”, el cual fue allegado a los 

autos, por lo que se puede concluir que se trata de la misma 

persona moral con la que se celebró el contrato de crédito 
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simple con interés garantía hipotecaria, de ahí que se encuentre 

legitimada, al ser el titular del derecho que pretende exigir.

Documentales a las que se les concede valor probatorio 

pleno en términos de los artículos 1237 y 1292 del Código de 

Comercio, al haber sido expedidas por un fedatario en ejercicio 

de sus funciones y no haber sido tildadas de falsas.

Por su parte, la enjuiciada  ****** ****** ******* 

******* del mismo modo se encuentra legitimada en términos 

del citado precepto legal, pues es precisamente quien tiene a su 

cargo el cumplimiento de la obligación que se le reclama, 

siendo en consecuencia titular de la misma, al ser quien se 

obligó a cumplir con las obligaciones pactadas en dicho 

contrato basal, según lo afirma la parte accionante, además, por 

ser a quien en esta vía se le exige el cumplimiento de las 

obligaciones que de ahí se derivan.

Por tanto, al quedar acreditado el vínculo jurídico 

existente entre las partes, se advierte que en el presente caso 

existe legitimación en la causa activa de la promovente y pasiva 

de la parte demandada.

En la inteligencia que de conformidad con lo dispuesto 

por el artículo 1390 Bis 34 del Código de Comercio, las 

cuestiones relativas a la legitimación procesal de las partes, 

fueron examinadas por este juzgado federal en la audiencia 

preliminar celebrada dentro del presente juicio, cuya integridad 

obra videograbada, a la que se hace remisión en obvio de 

repeticiones, en la que además, se declaró infundada la 

excepción opuesta por la parte demandada denominada falta 
de personalidad del apoderado actor.

CUARTO. Litis. En el presente caso, la litis se constriñe 

a determinar si a la parte actora  **** ******* ******** 

******** 
*********** ** 
***** ********* 

***** ********** 

**** ******, le asiste el derecho a demandar de  ****** 

****** ******* ******, el vencimiento anticipado del plazo 
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para el cumplimiento del contrato base de la acción por el 

supuesto incumplimiento de la demandada a las obligaciones 

que contrajo en él y, en consecuencia, condenarla al pago del 
capital adeudado y demás prestaciones accesorias o, en su 
defecto, si en la especie lo que procede es absolverla del 
cumplimiento de las referidas prestaciones por no acreditar la 
sociedad accionante los hechos constitutivos de su acción.

Para ello, debe tomarse en consideración lo dispuesto 

por los artículos 1194 y 1196, en relación con el diverso 1390 

Bis 8, todos del Código de Comercio, que establece: “El que 
afirma está obligado a probar...”, por lo que, de conformidad 

con dichas disposiciones, la parte actora debe probar los 

hechos constitutivos de su acción y la parte demandada los de 

sus excepciones. 

Así, los artículos 1194 y 1196 del Código de Comercio, 

disponen:

“Artículo 1194. El que afirma está obligado a probar. 
En consecuencia, el actor debe probar su acción, y el 
reo sus excepciones”. 
“Artículo 1196. También está obligado a probar el que 
niega, cuando al hacerlo desconoce la presunción legal 
que tiene a su favor el colitigante.”

Apoya esa consideración la tesis aislada sin número, 

sustentada por el Tercer Tribunal Colegiado en Materia Civil del 

Primer Circuito, publicada en el Semanario Judicial de la 

Federación, Octava Época, Tomo XII, Septiembre de 1993, 

página: 291, registro 215051, que dice: 

“PRUEBA CARGA DE LA. La carga de la prueba 
incumbe a quien de una afirmación pretende hacer 
derivar consecuencias para él favorables, ya que justo 
es que quien quiere obtener una ventaja, soporte la 
carga probatoria. En consecuencia, el actor debe 
justificar el hecho jurídico del que deriva su derecho. 
Así, la actora debe acreditar la existencia de una 
relación obligatoria. En el supuesto de que se 
justifiquen los hechos generadores del derecho que se 
pretende, la demandada tiene la carga de la prueba de 
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las circunstancias que han impedido el surgimiento o la 
subsistencia del derecho del actor, puesto que las 
causas de extinción de una obligación deben probarse 
por el que pretende sacar ventajas de ellas”.

QUINTO. Estudio de la acción. Una vez establecida la 

litis en el negocio judicial que nos ocupa y para que la parte 

actora obtenga una condena favorable a sus intereses, y con el 

objeto de cumplir con el gravamen procesal que le impone el 

citado artículo 1194 del Código de Comercio, en el sentido de 

que la accionante deberá probar los hechos constitutivos de su 

acción, es menester que, en la especie, acredite los siguientes 

elementos:

1. La existencia de la relación contractual entre la 
ahora demandada y la sociedad actora;

2. Que en el aludido acto jurídico se hubiesen 
convenido las obligaciones cuyo cumplimiento anticipado 
se reclaman;

3. Que se hubiese pactado el vencimiento anticipado 
en caso de incumplimiento; y,

4. Que la parte demandada hubiese incumplido las 
obligaciones que contrajo en el contrato base de la acción.

PRIMER ELEMENTO.

La existencia de la relación contractual entre la 
ahora demandada y la sociedad actora.

El primer elemento constitutivo de la acción está 

demostrado con lo expuesto por la parte actora en el hecho 

Primero de su demanda, en el que señaló lo siguiente:

“Primero.- **** ********* **** *********** ** 
***** ********* ***** ********** **** 
********, como acreditante, así como  ****** 
****** ******* ******, como acreditada y 
garante hipotecario, celebraron CONTRATO DE 
APERTURA DE CRÉDITO SIMPLE CON INTERÉS Y 
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GARANTÍA HIPOTECARIA, como se desprende del 
primer testimonio de la escritura número ********** *** 
****** ********* * ***, de fecha veintiséis de mayo del 
dos mil nueve, otorgada ante la fe del licenciado ****** 
**** ****, notario público número ******* del Estado 
de México, inscrita en el Instituto de la Función 
Registral del Estado de México, en el folio electrónico 
numero  *********** *** ****** ******* * *** , de fecha 
veintiséis de marzo del dos mil diez.”.

Por su parte, la demandada, al dar contestación a dicho 

hecho, manifestó:

“PRIMERO. Es CIERTO que la suscrita celebró el 
Contrato de Apertura de Crédito con Garantía 
Hipotecaria contenido en la Escritura Pública número 
******, de fecha 26 de mayo de 2009, otorgada ante el 
Notario Público número  ** de Naucalpan de Juárez, 
Estado de México. Se reconoce la existencia y 
celebración del contrato base de la acción.”.

Como se puede advertir, de las manifestaciones 

realizadas por la demandada, se observa que las partes no 

controvirtieron la existencia de una relación contractual entre la 

enjuiciada y la parte actora.

Aunado a lo anterior, se corrobora con la documental 

que exhibió la parte actora, y que también hizo propia la 

justiciable, consistente en el instrumento ****** *********** *** 

****** ********* * **** , de veintiséis de mayo de dos mil 
nueve, del que se advierte —entre otros actos— el contrato 
de apertura de crédito simple con interés y garantía 
hipotecaria celebrado por  **** ********* ******** 

******** 
*********** ** 
***** ********* 
***** ********** 

**** ******** , actualmente  **** *******  ******** 

******** *********** ** ***** ********* *****  ********** 

**** ****** —como la acreditante— y, por la demandada 
****** ****** ******* ****** —como el acreditada—.

Documental pública que merece valor probatorio pleno 

en términos de lo dispuesto por los artículos 1237 y 1292 del 

Código de Comercio, al haber sido expedida por un fedatario 
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público en ejercicio de sus funciones y por no haber sido 

tildada de falsa.

Robustece lo anterior lo sustentado por la entonces 

Tercera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación en 

la Tesis aislada de la Séptima Época, localizable en la página 

45, 51 Cuarta Parte, del Semanario Judicial de la Federación, 

con registro IUS 241920, de rubro: “INSTRUMENTOS 
PÚBLICOS, VALOR PROBATORIO DE LOS. ESCRITURAS”.1

Además, en términos de lo dispuesto por el artículo 3, 

fracción V, del Acuerdo General 12/2020, modificado a través 

del diverso Acuerdo General del Pleno del Consejo de la 

Judicatura Federal, que abroga los acuerdos de contingencia 

por COVID-19 y reforma, adiciona y deroga diversas 

disposiciones relativas a la utilización de medios electrónicos y 

soluciones digitales como ejes rectores del nuevo esquema de 

trabajo en las áreas administrativas y órganos jurisdiccionales 

del propio consejo; los documentos electrónicos o digitalizados 

ingresados por las partes a los sistemas electrónicos mediante 

el uso de certificados digitales de Firma Electrónica producirán 

los mismos efectos que los presentados con firma autógrafa.

En tales condiciones, queda demostrada la celebración 

del referido contrato entre las partes y, por ende, acreditado el 

primer elemento de la acción.

1“INSTRUMENTOS PÚBLICOS, VALOR PROBATORIO DE LOS. ESCRITURAS. 
El artículo 411 del Código de Procedimientos Civiles del Distrito y Territorios 
Federales concede valor probatorio pleno a los instrumentos públicos, los cuales 
no se perjudicarán en cuanto a su validez por las excepciones que se aleguen para 
destruir la acción que en ellos se funde. Conforme a este artículo, la apreciación de 
la prueba instrumental debe hacerse aplicando el valor señalado en la ley, sin que 
pueda el juzgador apreciarla según su arbitrio, salvo que por el enlace interior de 
otras pruebas rendidas y de las presunciones formadas, adquiera convicción 
distinta respecto de los hechos materia del litigio, en los términos de los dispuesto 
por el artículo 424 del citado ordenamiento. Ahora bien, el testimonio de una 
escritura rendido en juicio como prueba base de la acción, es un instrumento 
público, de acuerdo con el artículo 327, fracción I, del citado código y, por tanto, 
hace prueba plena respecto de los hechos que acontecieron en presencia del 
notario y que este certificó en ejercicio de sus funciones, entre tanto no haya 
pruebas que fehacientemente demuestren su falsedad.”
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SEGUNDO ELEMENTO.

Que en el aludido acto jurídico se hubiesen 
convenido las obligaciones cuyo cumplimiento anticipado 
se reclaman.

En lo referente al segundo de los elementos en estudio, 

de igual forma, se encuentra acreditado con los medios de 

prueba que ofreció la parte actora en su demanda.

Lo anterior es así, pues de la mencionada documental 
pública consistente en el instrumento ****** de veintiséis de 
mayo de dos mil nueve, la cual ya fue valorada con 

antelación, específicamente, de los actos consignados en la 

misma, se desprende que, dentro del capítulo cuarto se pactó 

el contrato de apertura de crédito simple con interés y garantía 

hipotecaria entre las partes, en cuyas cláusulas se estableció lo 

siguiente:

a) En la cláusula segunda, la institución actora 

estableció a favor de la hoy demandada un crédito simple con 

interés y garantía hipotecaria hasta por la cantidad de ****** 

*********** ******* * ****** ***** ******* salarios mínimos 

mensuales, que a la fecha de la firma de dicho instrumento 

equiparaban el monto de  *********** ************ ******* 

*** ****** ******* * **** ***** ****** ****** *********, 

sin que quedaran comprendidos los intereses, comisiones, 

gastos, primas de seguros, y demás accesorios legales que 

éste debía cubrir a la hipotecaria —aquí actora—.

b) En la cláusula cuarta, se estableció que a la fecha 

en que se firmara el contrato base de la acción se tendría por 

dispuesto el importe total del crédito, por lo que desde ese 

momento la acreditada extendía el recibo más amplio y eficaz 

que en derecho procediera y, que la escritura haría prueba 

plena por lo que respecta a la disposición del crédito y entrega 

de la suma dispuesta.
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c) En la cláusula quinta del contrato mencionado, la 

acreditada se obligó a pagar —al acreditante— intereses 

ordinarios sobre saldos insolutos mensuales a razón de una 

tasa anual fija del  ********   ***** ***** ****** *** 

*********** *** *******, los que serían pagaderos 

mensualmente en forma conjunta con los demás conceptos 

que integran la mensualidad; y, se calcularían dividiendo la 

tasa anual de interés ordinaria entre 360 (trescientos sesenta) y 

multiplicando el resultado obtenido por 30 (treinta).

d) En la cláusula sexta, las partes convinieron que, en 

caso de que la acreditada no realizara oportunamente algún 

pago del crédito, pagaría en adición a los intereses ordinarios, 

intereses moratorios a razón de una tasa de interés anual igual 

a una veinteava parte de la tasa ordinaria del crédito, 

aplicable en el periodo de incumplimiento, sobre el saldo 

insoluto del crédito.

e) En la cláusula séptima, se estableció que el plazo 

del crédito sería de 241 (doscientos cuarenta y un meses) 
pagos mensuales, contados a partir del siguiente mes al de la 

fecha de la firma de la escritura.

Como se puede observar, de las cláusulas transcritas 

del contrato base de la acción, se puede concluir que las partes 

convinieron las obligaciones que por esta vía se reclaman, de 

ahí que se encuentre acreditado el segundo elemento de la 
acción.

De igual manera, se corrobora con la documental 
privada consistente en el estado de cuenta, la instrumental 
de actuaciones y la presuncional legal y humana, las cuales 

tienen el valor probatorio que les otorga los artículos 1205, 

1235, 1237, 1238, 1241, 1277 a 1279 y 1296 del Código de 

Comercio, y de las mismas, adminiculadas con las anteriores 

pruebas analizadas, únicamente corroboran lo anteriormente 

expuesto, es decir, que sí existe la convención de obligaciones 
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contraídas entre las partes, de ahí que se reitera que está 
acreditado el segundo elemento de la acción.

TERCER ELEMENTO.

Que se hubiese pactado el vencimiento anticipado 
en caso de incumplimiento.

Sobre este elemento, cabe señalar que el vencimiento 
anticipado para el pago de un crédito otorgado por 
incumplimiento del deudor se actualiza siempre y cuando 
así se hubiese pactado, en caso de que el crédito se 

encuentre extinguido, por haberse dispuesto en su totalidad de 

su importe, en términos del artículo 301, fracción I, de la Ley 

General de Títulos y Operaciones de Crédito y, por ende, 

solamente subsista la obligación de pago del deudor, en la 

forma y términos pactados en el contrato2.

Además, la extinta Primera Sala de la Suprema Corte 
de Justicia de la Nación, sostuvo que el pacto comisorio en 

los contratos bilaterales como una manifestación de la voluntad 

negocial de las partes, tenía por objeto la adquisición, por ellas, 

2 Sirve de apoyo a lo anterior, por su sentido jurídico y en lo conducente, la tesis aislada 
III.2o.C.90 C de la Novena Época, sustentada por el Segundo Tribunal Colegiado en Materia 
Civil del Tercer Circuito, localizable en la página 1,528, Tomo XXI, de abril de 2005, del 
Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, con registro IUS 178571, de rubro y texto 
siguientes: “VENCIMIENTO ANTICIPADO DEL PLAZO PARA EL PAGO DEL CRÉDITO 
OTORGADO. ES IMPROCEDENTE SI EN EL CONTRATO DE APERTURA DE CRÉDITO 
BASE DE LA ACCIÓN NO SE INSERTA LA CLÁUSULA QUE PREVEA EL PACTO 
COMISORIO EXPRESO. El vencimiento anticipado para el pago de un crédito otorgado por 
incumplimiento del deudor se actualiza siempre y cuando así se hubiese pactado, en caso 
de que el crédito se encuentre extinguido, por haberse dispuesto en su totalidad de su 
importe, en términos del artículo 301, fracción I, de la Ley General de Títulos y Operaciones 
de Crédito y, por ende, solamente subsista la obligación de pago del deudor, en la forma y 
términos pactados en el contrato. Empero, si en un contrato de apertura de crédito con 
garantía hipotecaria, las partes pactan que el plazo máximo para el pago del crédito 
otorgado es de treinta años, y la acreditada incumple con su obligación, por lo cual la 
acreditante promueve juicio en el que reclama el vencimiento anticipado del plazo para el 
pago del crédito otorgado, y como consecuencia de ello, las erogaciones mensuales 
vencidas, y el pago total de aquél, la acción respectiva resulta improcedente si en dicho 
acuerdo de voluntades no existió cláusula alguna que faculte a los contratantes de exigir su 
cumplimiento en forma anticipada, pues ante la falta de pacto comisorio expreso en ese 
aspecto, debe atenderse al plazo originalmente pactado para la amortización del crédito. En 
razón de que el contrato de apertura de crédito no le resulta aplicable supletoriamente el 
artículo 1949 del Código Civil Federal que prevé el pacto comisorio tácito, dado que el 
contrato de apertura de crédito se encuentra exhaustivamente reglamentado en los artículos 
291 a 301 de la Ley General de Títulos y Operaciones de Crédito y la supresión del pacto 
comisorio tácito en ese ordenamiento legal se debe interpretar en el sentido de que tal 
cuestión la dejó el legislador a la libre voluntad de las partes que, según la doctrina, 
constituye la suprema ley en los contratos. Ello, con independencia de que en otras 
cláusulas se hubiera pactado lo relativo al plazo para efectuar los pagos periódicos 
mensuales, pues éstos no modifican el plazo único acordado para el pago.”.
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de una facultad potestativa de rescindir total o parcialmente el 

contrato en virtud del incumplimiento injusto de las obligaciones 

consignadas en el pacto, cuyo ejercicio destacó que producía, 

de pleno derecho, la rescisión del contrato.

Adujo, que lo anterior no era contrario al principio que 

establecía que, la validez y el cumplimiento de los contratos no 

podía dejarse al arbitrio de uno de los contratantes, puesto que 

al ser las partes las que pactaban libremente la manera de 

resolverlo, no era preciso que la autoridad judicial determinara 

la procedencia o improcedencia de la rescisión del contrato, en 

la inteligencia que la oposición de la parte que incumplía al 

reconocimiento del ilícito, podría determinar la intervención 
judicial para el solo efecto de declarar la existencia o 
inexistencia del mismo.

Tales premisas fueron obtenidas de la jurisprudencia de 

la Novena Época, con registro digital 189425, de rubro: 

“PACTO COMISORIO EXPRESO. OPERA DE PLENO 
DERECHO, SIN QUE SEA NECESARIO QUE LA 
AUTORIDAD JUDICIAL DETERMINE LA PROCEDENCIA O 
IMPROCEDENCIA DE LA RESCISIÓN DEL CONTRATO 
(LEGISLACIÓN DEL ESTADO DE GUANAJUATO)”.

Así, en el caso, no se está ante la aplicación de un 

pacto comisorio tácito, sino ante una estipulación contractual 

expresa, mediante la cual las partes convinieron que 

determinados incumplimientos producirían el vencimiento 

anticipado del plazo.

Establecido lo anterior, esta juzgadora estima que se 

encuentra debidamente acreditado el tercero de los elementos 

en estudio; ya que, de la documental ofrecida por la parte 

actora, consistente en el contrato base de la acción ******, de 

veintiséis de mayo de dos mil nueve, la cual ya fue valorada, 

específicamente en la cláusula décima segunda, inciso A), se 

estableció el vencimiento anticipado del pacto de voluntades 
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con motivo de la falta de pago puntual de cualquier cantidad 

por concepto de amortización de capital, intereses, comisión o 

cualquier otro adeudo conforme al contrato.

Dicha cláusula establece lo siguiente:

“DÉCIMA SEGUNDA.- CAUSALES DE 
TERMINACIÓN ANTICIPADA.- En caso de 
incumplimiento a cualquiera de las obligaciones 
contraídas en este contrato por parte del 
“ACREDITADO”, se dará por vencido anticipadamente 
el plazo para el pago del presente crédito, sin 
necesidad de declaración judicial, haciéndose exigible 
en una sola exhibición la totalidad del capital adeudado, 
así como los intereses y demás accesorios legales 
previstos en el presente contrato o derivados de él, y si 
en particular, ocurriesen cualesquiera de los siguientes 
eventos:
A). Si el “ACREDITADO” deja de pagar puntualmente 
cualquier cantidad por concepto de amortización de 
capital, intereses, comisión o cualquier otro adeudo 
conforme al presente contrato….”

Por tanto, se encuentra acreditado el tercer elemento 
de la acción.

CUARTO ELEMENTO.

Que la parte demandada hubiese incumplido las 
obligaciones que contrajo en el contrato base de la acción.

Respecto del cuarto elemento de la acción en estudio, 

este órgano jurisdiccional estima que dicho extremo también se 

encuentra acreditado, tal como enseguida quedará 

evidenciado.

Sobre el particular, la entonces Tercera Sala de la 

Suprema Corte de Justicia de la Nación, sustentó que era al 

demandado al que correspondía acreditar, dentro del juicio, el 

cumplimiento de las obligaciones a su cargo y, por tanto, no 

haber dado causa de incumplimiento del contrato objeto del 

juicio, pues adujo que al actor no podía exigírsele la 

demostración de un hecho negativo, cuando la acción se 
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fundara precisamente en un hecho de esa naturaleza 

(negativo); de ahí que sostuviera que el pago o cumplimiento 

de las obligaciones correspondía demostrarlo al obligado y no 

el incumplimiento al actor.

El criterio en comento, se desprende de la tesis aislada 

(sin número), emitida por la extinta Tercera Sala de la Suprema 

Corte de Justicia de la Nación, publicada en el Semanario 

Judicial de la Federación, Quinta Época, Tomo CXXII, página 

1697, registro 340607 de rubro y texto:

“CONTRATOS, INCUMPLIMIENTO DE LOS (CARGA 
DE LA PRUEBA). Al demandado corresponde 
acreditar, dentro del juicio, el cumplimiento de las 
obligaciones a su cargo y, por tanto, no haber dado 
causa de incumplimiento del contrato objeto del juicio, 
pues al actor no puede exigírsele la demostración de 
un hecho negativo, cuando en uno de esa clase se 
funda la acción.”

Por su parte, cabe señalar que el Cuarto Tribunal 

Colegiado en Materia Civil del Primer Circuito, sostuvo que por 

cuanto hacía al elemento tanto de la acción de cumplimiento, 

como de rescisión de contrato, consistente en el incumplimiento 

del deudor, era suficiente con que el acreedor afirmara la 

existencia del incumplimiento, pues adujo que conforme a las 

normas que regulaban la prueba, correspondía al deudor 

demostrar el cumplimiento.

Anterior criterio que se desprende de la jurisprudencia 

I.4º.C J/57, sustentada por el Cuarto Tribunal Colegiado en 

Materia Civil del Primer Circuito, Octava Época, Fuente: Gaceta 

del Semanario Judicial de la Federación, Núm. 73, enero de 

1994, Materia Civil, página 62, registro 213648 de rubro y texto:

“CUMPLIMIENTO Y RESCISIÓN DE CONTRATO. LA 
FALTA DE ACREDITAMIENTO DEL PAGO NO 
CONDUCE NECESARIAMENTE AL ACOGIMIENTO 
DE LAS ACCIONES DE. El acogimiento tanto de la 
acción de cumplimiento como de rescisión de contrato 
descansa en el acreditamiento de los siguientes 
elementos: a) la existencia de la obligación; b) la 
exigibilidad de ésta y; c) el incumplimiento del deudor, 
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en el entendido de que respecto a este elemento, se ha 
considerado suficiente con que el acreedor afirme la 
existencia del incumplimiento, pues conforme a las 
normas que regulan la prueba, corresponde al deudor 
demostrar el cumplimiento, si en esto hace consistir su 
defensa. Sin embargo, como el incumplimiento del 
deudor constituye tan sólo uno de los elementos 
integrantes de las referidas acciones, la falta de prueba 
del pago por parte del deudor no es susceptible de 
conducir necesariamente en todos los casos al 
pronunciamiento de una sentencia estimatoria, pues 
conforme a lo anterior, la carga de la prueba del pago 
corresponde al obligado únicamente cuando éste 
afirme el cumplimiento de la prestación a su cargo; 
pero si la defensa se relaciona con los otros elementos 
integrantes de las referidas acciones, como pueden 
ser, por ejemplo, la inexistencia de la obligación o su 
falta de exigibilidad, o bien, con cuestiones diferentes, 
como la mora del acreedor, demostradas tales 
defensas, la acción debe desestimarse aun cuando no 
esté probado el pago.”.

Ahora bien, en la especie, la parte actora refiere en su 

hecho décimo, que la hoy demandada, incumplió con las 

obligaciones contraídas en el contrato base de la acción a partir 

del veintiocho de febrero de dos mil veinticinco, lo que se 

transcribe para mayor ilustración:

“Décimo.- La parte demandada ha dejado de cubrir a 
mi representada los pagos correspondientes a las 
obligaciones pactadas en el documento base de la 
acción y precisadas en el cuerpo del presente escrito, a 
partir del veintiocho de febrero de dos mil 
veinticinco, adeudando los importes reclamados, cuya 
determinación en cantidad líquida se acredita con la 
certificación contable que acompaño la cual solicito se 
tenga por íntegramente reproducida como si a la letra 
se insertare.”.

Para robustecer lo anterior, la accionante allegó la 

documental privada, consistente en el estado de cuenta 

certificado por la contadora pública  ****** ***** ******* , 

relativo al crédito materia del presente juicio, del que se 

desprende, entre otras cosas, que el último abono efectuado 
por la justiciable, fue el correspondiente a la fecha de corte 
del treinta y uno de enero de dos mil veinticinco, es decir, 

que incumplió en sus pagos precisamente a partir del 
veintiocho de febrero de dos mil veinticinco.
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Documental que tiene valor indiciario en términos del 

artículo 12963 del Código de Comercio, toda vez que fue 

objetada en cuanto a su alcance y valor probatorio por la 

justiciada, además, por haberse allegado en términos de lo 

dispuesto por el artículo 3, fracción V, del Acuerdo General 

12/2020, modificado a través del diverso Acuerdo General del 

Pleno del Consejo de la Judicatura Federal, que abroga los 

acuerdos de contingencia por COVID-19 y reforma, adiciona y 

deroga diversas disposiciones relativas a la utilización de 

medios electrónicos y soluciones digitales como ejes rectores 

del nuevo esquema de trabajo en las áreas administrativas y 

órganos jurisdiccionales del propio consejo; los documentos 

electrónicos o digitalizados ingresados por las partes a los 

sistemas electrónicos mediante el uso de certificados digitales 

de Firma Electrónica producirán los mismos efectos que los 

presentados con firma autógrafa.

Sirve de apoyo a lo anterior, la tesis 1a. LVII/2017 

(10a.), emitida por la Primera Sala de la Suprema Corte de 

Justicia de la Nación, publicada en la Gaceta del Semanario 

Judicial de la Federación. Libro 43, Junio de 2017, Tomo I, 

página 581, que dice: 

“ESTADO DE CUENTA CERTIFICADO POR 
INSTITUCIÓN BANCARIA. EL VALOR PROBATORIO 
QUE LE CONFIERE EL ARTÍCULO 68 DE LA LEY DE 
INSTITUCIONES DE CRÉDITO ES APLICABLE 
DENTRO DEL JUICIO EJECUTIVO MERCANTIL, Y 
NO EN PROCESOS DE COGNICIÓN, COMO EL 
JUICIO ORAL. De la interpretación gramatical, 
sistemática y funcional del artículo 68 de la Ley de 
Instituciones de Crédito se advierte que el valor 
probatorio que en él se confiere al estado de cuenta 
certificado por el contador facultado por la institución de 
crédito acreedora, en el sentido de que hará fe, salvo 
prueba en contrario, en los juicios respectivos para la 
fijación de los saldos resultantes a cargo de los 
acreditados o de los mutuatarios, sólo es aplicable en 
el contexto de un juicio ejecutivo mercantil y no en los 

3Artículo 1296.- Los documentos privados y la correspondencia procedentes de 
uno de los interesados, presentados en juicio por vía de prueba y no objetados por 
la parte contraria se tendrán por admitidos y surtirán sus efectos como si hubieren 
sido reconocidos expresamente. Puede exigirse el reconocimiento expreso si el 
que los presenta así lo pidiere; con este objeto se manifestarán los originales a 
quien debe reconocerlos y se les dejará ver todo el documento, no sólo la firma.”
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procesos de cognición, como el juicio oral mercantil, en 
los cuales dicho elemento probatorio queda sujeto a las 
reglas de valoración correspondientes a los 
documentos. Lo anterior es así, pues desde el punto de 
vista gramatical, el precepto prevé la conformación de 
un título ejecutivo con la reunión de dos elementos: 1) 
el contrato o póliza en que consta el crédito otorgado 
por la institución bancaria; 2) el estado de cuenta 
certificado por el contador facultado por la propia 
institución acreedora; por lo que, al señalar enseguida 
que este último hará fe, salvo prueba en contrario, de 
los saldos resultantes "en los juicios respectivos", se 
entiende que hace referencia al ámbito del juicio 
ejecutivo, por ser el especialmente establecido para 
hacer valer los títulos que traen aparejada ejecución. A 
la misma conclusión se arriba de la interpretación 
sistemática del precepto, porque del análisis conjunto 
de todos sus párrafos se advierte que el valor 
probatorio concedido al estado de cuenta se explica por 
habérsele dado la función de formar, junto con el 
contrato o póliza de crédito, un título ejecutivo, 
entendido como aquel que resulta suficiente para 
demostrar la existencia de un crédito cierto, líquido y 
exigible, y bajo el supuesto de que cumpla el conjunto 
de requisitos señalados en el último párrafo, tendientes 
a satisfacer esas características. Lo anterior aunado a 
la naturaleza de esa clase de títulos que, como se dijo, 
consisten en documentos que hacen patente la 
existencia de un crédito cierto, líquido y exigible, 
cuando la ley les reconoce presunción de certeza, o en 
los que ésta se produce por acuerdo de las partes, de 
modo que son suficientes para realizar el crédito contra 
el deudor, y que admiten prueba en contrario, además, 
el juicio ejecutivo es un procedimiento sumario cuyo 
objeto no es declarar o reconocer la existencia del 
derecho, sino hacer efectivo el que se encuentra 
consignado en el título ejecutivo. A diferencia de los 
procesos de cognición, cuyo objeto sí es determinar a 
cuál de las partes asiste el derecho; por lo cual, cuando 
en éstos se presenta algún documento que la ley 
reputa como título ejecutivo, su función no es la misma 
que tendría dentro del juicio ejecutivo, pues no daría 
lugar a la ejecución, sino solamente se traduce en un 
elemento de prueba, sujeto a las reglas de valoración 
probatoria establecidas para el juicio de que se trate”.

Por su parte, la demandada  ****** ****** ******* 

******, no controvirtió que efectuara dichos pagos, los cuales, 

incluso, fueron reconocidos por la accionante, toda vez que, al 

dar contestación al hecho tercero, manifestó:

“TERCERO. Es CIERTO que a partir del mes de 
febrero de 2025 dejaron de realizarse los pagos 
mensuales pactados. Sin embargo, se NIEGA que 
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dicho incumplimiento sea atribuible exclusivamente a la 
demandada. La causa determinante fue la pérdida de la 
fuente de ingresos de la suscrita con anterioridad a 
dicha fecha.

De lo anterior, se obtiene que la justiciable confirmó que 

dejó de realizar los pagos correspondientes a partir del mes de 

febrero de dos mil veinticinco, sin embargo, refiere que tal 

situación no le fue atribuible ya que, dejó de percibir su fuente 

de ingresos; por lo que, se corrobora que incumplió con sus 

obligaciones, al no efectuar la totalidad de pagos a los que se 

obligó en el contrato base de la acción.

Circunstancia que se traduce en un hecho negativo 

cuya demostración no puede hacerse exigible a la accionante, 

pues según quedó evidenciado con antelación y, en términos 

de lo dispuesto por el artículo 1195 del Código de Comercio en 

vigor, el que niega no está obligado a probar, sino en el caso 

en que su negación envuelva afirmación expresa de un hecho, 

lo que no acontece en la especie.

En esa tesitura, al no advertirse que el elemento en 

cuestión se refiera a un hecho positivo que constituya una 

condición necesaria para la procedencia de la acción, es decir, 

no obra prueba alguna que justifique que se cubrió en tiempo y 

forma con la totalidad de los pagos relativos al crédito que 

dispuso y a los que se obligó la parte demandada, se estima 

que la parte actora justificó el último de los extremos 

constitutivos de la acción que ejercita, y con ello, la 

procedencia de la misma.

Sin que resulte necesario que la accionante hubiese 

requerido de pago a la demandada antes de ejercitar la acción, 

en términos del artículo 2082 del Código Civil Federal4 de 

aplicación supletoria a la legislación mercantil, por así 

4“Artículo 2082.- Por regla general el pago debe hacerse en el domicilio del deudor, salvo 
que las partes convinieren otra cosa, o que lo contrario se desprenda de las circunstancias, 
de la naturaleza de la obligación o de la ley. 
Si se han designado varios lugares para hacer el pago, el acreedor puede elegir cualquiera 
de ellos”.
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disponerlo el arábigo 2 del Código de Comercio5, en virtud de 

que, en la cláusula octava del contrato base de la acción, las 

partes establecieron que los pagos se realizarían en el domicilio 

que corresponde a la acreditante señalado en el multicitado 

contrato basal, y, en su caso, también se precisó que podían 

efectuarse en cualquier sucursal del banco que para dichos 

efectos designará la acreditante.

De ahí que se encuentre acreditado el último de los 
elementos de la acción.

SEXTO. Estudio de las excepciones. Al haberse 

concluido que la parte actora colmó los elementos de su acción, 

lo procedente es analizar las excepciones opuestas por la 

justiciada, a efecto de determinar si con alguna de ellas 

destruye la acción intentada por la parte accionante, las cuales 

se estudiarán, respectivamente, atendiendo a los hechos y los 

puntos debatidos, extrayendo de ellos sus planteamientos 

torales, sin necesidad de atenderlos renglón por renglón, ni en 

el orden en que se expusieron; lo que no implica soslayar su 

garantía de defensa y el principio de exhaustividad y 

congruencia de los fallos consagrados en el artículo 17 

Constitucional, dado que éstos se cumplen al estudiarse en su 

integridad el problema materia de la litis.

Sirve de apoyo a lo anterior, la tesis aislada 1a. 

CVIII/2007 de la Novena Época, sustentada por la entonces 

Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, 

localizable en la página 793, Tomo XXV, Mayo de 2007, 

Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, con registro 

172517, de rubro y texto siguiente:

“GARANTÍA A LA IMPARTICIÓN DE JUSTICIA 
COMPLETA TUTELADA EN EL ARTÍCULO 17 DE LA 
CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS ESTADOS 
UNIDOS MEXICANOS. SUS ALCANCES. El derecho 

5“Artículo 2.- A falta de disposiciones de este ordenamiento y las demás leyes mercantiles, 
serán aplicables a los actos de comercio las del derecho común contenidas en el Código 
Civil aplicable en materia federal”.
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fundamental contenido en el referido precepto 
constitucional implica, entre otras cosas, el deber de los 
tribunales de administrar justicia de manera completa, 
en atención a los cuestionamientos planteados en los 
asuntos sometidos a su consideración, analizando y 
pronunciándose respecto de cada punto litigioso, sin 
que ello signifique que tengan que seguir el orden 
expuesto por las partes o que deban contestar 
argumentos repetitivos, pues los órganos encargados 
de dirimir las controversias están en aptitud de precisar 
las cuestiones a resolver, lo que puede o no coincidir 
con la forma o numeración adoptada en los respectivos 
planteamientos, y aunque no pueden alterar los hechos 
ni los puntos debatidos, sí pueden e incluso deben 
definirlos, como cuando la redacción de los escritos de 
las partes es oscura, deficiente, equívoca o repetitiva. 
Esto es, los principios de exhaustividad y congruencia 
de los fallos judiciales no pueden llegar al extremo de 
obligar al juzgador a responder todas las proposiciones, 
una por una, aun cuando fueran repetitivas, ya que ello 
iría en demérito de otras subgarantías tuteladas por el 
referido precepto constitucional -como las de prontitud 
y expeditez- y del estudio y reflexión de otros asuntos 
donde los planteamientos exigen la máxima atención y 
acuciosidad judicial, pues la garantía a la impartición de 
justicia completa se refiere únicamente a que los 
aspectos debatidos se resuelvan en su integridad, de 
manera que sólo deben examinarse y solucionarse las 
cuestiones controvertidas que sean necesarias para 
emitir la decisión correspondiente.”

Dicho estudio, se realizará en estricto cumplimiento de 

lo dispuesto por el artículo 1194 del Código de Comercio, que 

dispone que el que afirma está obligado a probar; en 

consecuencia, el actor debe probar su acción y el reo sus 
excepciones.

Al efecto, de la revisión practicada a dicho escrito de 

contestación de demanda se advierte que la justiciable, opuso 

las siguientes excepciones:

Por lo que hace a la excepción denominada 

INCUMPLIMIENTO CONTRACTUAL DEL ACREEDOR — 
EXCEPTIO NON ADIMPLETI CONTRACTUS — SEGURO DE 
DESEMPLEO NO ACTIVADO, la cual hizo consistir en que, en 

la cláusula décima primera del contrato base de la acción, las 

partes acordaron un seguro de desempleo, en la que los 

importes pagados por la compañía aseguradora se aplicarían 
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como pago de las cantidades adeudadas en caso de la pérdida 

de la fuente de ingresos sin causa justificada; situación que 

sopeso la demandada ya que, refiere que con anterioridad al 

inicio de la mora, perdió su empleo, actualizándose el supuesto 

de dicha cobertura, por lo que, la hoy actora incumplió con 

descontar las seis mensualidades al crédito materia de la litis; la 

cual resulta infundada en razón de lo siguiente:

La citada cláusula décimo primera, establece, entre 

otros, los efectos de la actualización del seguro de desempleo, 

estableciendo que, dicho seguro, cubriría la pérdida del empleo 

del acreditado sin causa justificada a partir del séptimo mes de 

la vigencia del contrato, por una suma equivalente hasta por 

seis pagos mensuales fijos; asimismo, se precisó que los 

importes pagados por la compañía aseguradora, se aplicarían 

como pago de las cantidades adeudadas por cada mes que 

transcurriera a partir de la fecha en que la acreditada demuestre 

la pérdida del empleo; situación que procedería únicamente 

siempre y cuando se estuviera al corriente de sus pagos 

mensuales, por lo que, la acreditada tenía a su cargo la 

obligación de notificar por escrito que sufrió tal desempleo, 

así como entregar la documentación que la acreditante le 

requiriera.

Ahora bien, de las documentales exhibidas por la 

demandada, se advierte el contrato base de la acción, el cual ya 

fue valorado y con el mismo se acreditó la relación contractual 

de las partes, así como las obligaciones contraídas; de igual 

forma, allegó la documental nombrada “Constancia de 

Semanas Cotizadas en el IMSS e historial de registros 

afiliatorios de la persona asegurada”, con fecha de emisión de 

cuatro de abril de dos mil veintiséis, de la cual únicamente se 

advierte que,  ****** ****** ******* ******, cuenta con el 

Número de Seguro Social  *********** , CURP: 

******************, así como un listado de movimientos 

con las fechas y nombre de las empresas en las que ha 
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laborado la hoy demandada, con un historial inicial que data del 

seis de julio de mil novecientos noventa y dos al treinta de junio 

de dos mil veintitrés.

Documental que tiene valor indiciario en términos del 

artículo 12966 del Código de Comercio, toda vez que fue 

objetada en cuanto a su alcance y valor probatorio por su 

contraria; sin embargo —con esta prueba—, si bien se aprecia 

que la demandada no tiene actualmente relación laboral con 

ninguna empresa, no desvirtúa, las obligaciones contraídas 

entre las partes en el contrato base de la acción, es decir, no 

demuestra que haya informado por escrito a la acreditante, hoy 

actora, la pérdida de su fuente de ingresos, tal y como se pactó 

en la cláusula décima primera; es decir, para que opere el pago 

del seguro era necesario dar aviso a la institución bancaria 

acreditante, condición sin la cual no pudiera atribuirle obligación 

alguna a éste.

De igual forma, respecto de las manifestaciones de la 

justiciable, relativas a que tramitó ante la accionante la 

formalización del seguro de desempleo, a la cual se le asignó el 

folio  *******, y que la actora nunca emitió resolución, por lo 

que incumplió con su deber de gestión, no le asiste la razón, ya 

que no obra prueba alguna en autos que determine una 

negativa por parte de la institución promovente ni que la 

demandada haya dado cabal cumplimiento con las obligaciones 

pactadas, puesto que la moral actora, en su escrito de 

desahogo de contestación, corroboró tal aseveración, empero, 

fue puntual en precisar que derivado de la mencionada 

solicitud, se le requirió documentación de respaldo, la cual no 

hizo llegar, por lo que no se pudo determinar la procedencia o 

denegación del pago del siniestro, facultades que fueron 

pactadas en el contrato base de la acción.

6 Artículo 1296.- Los documentos privados y la correspondencia procedentes de 
uno de los interesados, presentados en juicio por vía de prueba y no objetados por 
la parte contraria se tendrán por admitidos y surtirán sus efectos como si hubieren 
sido reconocidos expresamente. Puede exigirse el reconocimiento expreso si el 
que los presenta así lo pidiere; con este objeto se manifestarán los originales a 
quien debe reconocerlos y se les dejará ver todo el documento, no sólo la firma.”
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Por otro lado, en cuanto a que la acreditante omitió su 

deber de informar a la asegurada sobre la posibilidad de 

tramitar la cobertura y los mecanismos disponibles para hacerla 

efectiva respecto a una segunda pérdida de empleo, tampoco le 

asiste la razón, ya que de la multicitada cláusula décima 

primera del contrato basal, se advierte que tal hipótesis fue 

establecida por las partes, pues se observa que acordaron que 

durante la vigencia del crédito habría un máximo de dos 

reinstalaciones de la cobertura del seguro de desempleo, por lo 

que la acreditada tenía conocimiento de que podía volver a 

tramitar dicha solicitud, aunado a que la petición que efectuó en 

febrero de dos mil veinte, no tuvo seguimiento, por tanto no 

resultó negativa ni tampoco procedente.

Luego, respecto a que la demandada no tuvo acceso a 

la póliza colectiva de seguro de desempleo por lo que 

desconoce los términos pactados, del citado contrato basal se 

desprende que la acreditada facultó a la acreditante para que 

en su nombre y por su cuenta, contratara el seguro de 

desempleo, asimismo, se determinó que dicho seguro estaría 

vigentes durante el tiempo que permaneciera insoluto en todo o 

en partes el saldo del crédito, póliza que se dijo, estaría en 

poder de la acreditante mientras existieran adeudos insolutos a 

cargo del acreditado; por todo lo anterior, es que se reitera lo 

infundado de la excepción planteada.

Asimismo, por lo que hace a la EXCEPCIÓN DE 
VALOR PROBATORIO LIMITADO DE LA CERTIFICACIÓN 
CONTABLE, la cual hizo consistir en que, el estado de cuenta 

certificado allegado a juicio por la moral actora, es un 

documento elaborado unilateralmente por el propio acreedor, la 

cual aduce, tiene valor probatorio indiciario y no hace prueba 

plena, siendo indispensable para su comprobación una pericial 

contable, argumentos que resultan improcedentes, toda vez 

que, como ya se precisó en párrafos que anteceden, esta 

juzgadora concedió valor probatorio indiciario a dicha 
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documental, al haber sido objetada por la propia demandada, 

sin embargo, para desvirtuar el citado estado de cuenta en su 

totalidad, le correspondía a la justiciable, haber ofertado algún 

otro medio de convicción para desacreditarlo, aunado a que, del 

escrito de contestación, la demandada no controvirtió los pagos 

ahí plasmados, por tanto, se presume que se conformó con lo 

ahí establecido.

Además, la demandada opuso la EXCEPCIÓN DE 
IMPROCEDENCIA DEL VENCIMIENTO ANTICIPADO, la cual 

hizo consistir en que no le asiste la razón a la moral actora de 

acelerar la totalidad del saldo pendiente sin acreditar el 

cumplimiento de los requisitos previos que condicionan su 

procedencia, la cual resulta infundada, dado que la misma se 

traduce en una simple negación del derecho que le asiste a la 

parte actora para reclamarle las prestaciones que le demanda; 

esto es, una defensa consistente en arrojar la carga de la 

prueba a la parte actora, circunstancia que ya fue materia de 

análisis al estudiar el tercer elemento de la acción, en el que se 

analizaron las pruebas aportadas en el juicio y con ello se 

determinó que en la cláusula décima segunda, inciso A), del 

contrato base de la acción se estableció el vencimiento 

anticipado de éste.

Así lo establece la jurisprudencia emitida por el Segundo 

Tribunal Colegiado del Sexto Circuito, de la Octava Época, 

tomo 54, junio de 1992, Página 62, registro 219050, consultable 

en el Semanario Judicial de la Federación, de rubro y texto:

“SINE ACTIONE AGIS. La defensa de carencia de 
acción o sine actione agis, no constituye propiamente 
hablando una excepción, pues la excepción es una 
defensa que hace valer el demandado, para retardar el 
curso de la acción o para destruirla, y la alegación de 
que el actor carece de acción, no entra dentro de esa 
división. Sine actione agis no es otra cosa que la simple 
negación del derecho ejercitado, cuyo efecto jurídico, 
solamente puede consistir en el que generalmente 
produce la negación de la demanda, o sea, el de arrojar 
la carga de la prueba al actor, y el de obligar al juez a 
examinar todos los elementos constitutivos de la 
acción.”
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Por lo que hace a la EXCEPCIÓN DE FALTA DE 
PERSONALIDAD DEL APODERADO DEL ACTOR, ésta fue 

analizada en la audiencia preliminar y se determinó infundada.

Respecto a la señalada EXCEPCIÓN DE INTERESES 
DESPROPORCIONADOS CONTROL DE 
CONVENCIONALIDAD, ésta se analizará más adelante, en el 

considerando correspondiente.

Sin que se adviertan diversas excepciones que deriven 

de la contestación de demanda.

Finalmente, con relación, a los alegatos de la 

demandada, los mismos fueron contestados al tenor de esta 

sentencia.

SÉPTIMO. Conclusión. Expuesto lo anterior y toda vez 

que en la especie quedaron acreditados los elementos de la 

acción ejercitada por la parte actora, se declara procedente el 

presente juicio oral mercantil promovido por  **** ******* 

******** ******** *********** 
** ***** ********* ***** ********** **** ******, en contra de  ****** ****** 

******* ******. 

Consecuentemente, y con apoyo en lo convenido por las 

partes en la cláusula décima segunda del contrato base de la 

acción, se reconoce que ha vencido anticipadamente el 
plazo para el pago del crédito por haber incumplido la 

demandada con sus obligaciones de pago a partir de febrero 
de dos mil veinticinco.

Por tanto, se condena a la demandada, a pagar a la 

sociedad accionante la cantidad de  ****** ******** * 

*** *****   ******** * **** VECES SALARIOS 
MÍNIMOS MENSUALES EN LA CIUDAD DE MÉXICO, 

reclamada como suerte principal en el presente juicio, cuyo 

importe deberá ser pagado en moneda nacional y actualizado 
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en el período de ejecución de sentencia, de acuerdo al valor 

que el salario mínimo tenga a la fecha de pago.

En la inteligencia de que, en términos de la cláusula 
primera del capítulo cuarto del contrato de crédito que nos 

ocupa, salario mínimo mensual significa el salario mínimo 

general diario del entonces Distrito Federal, ahora Ciudad de 

México, multiplicado por treinta, con independencia de que este 

concepto se señale en singular o plural.

OCTAVO. Intereses ordinarios y moratorios. La parte 

accionante reclama en sus prestaciones el pago de intereses 
ordinarios, sobre saldos insolutos acorde a lo establecido en la 

cláusulas quinta del contrato de apertura de crédito que nos 

ocupa, a razón de una tasa fija anual del  ******** ***** 

***** ****** *** *********** *** *******, computados en 

forma mensual; los cuales se calcularían dividiendo la tasa 

anual de interés ordinario entre 360 (trescientos sesenta), 

multiplicando el resultado obtenido por 30 (treinta), de lo que se 

obtiene ******, por ciento mensual.

Asimismo, pretende el pago de los intereses 
moratorios establecidos en la diversa cláusula sexta, a razón 

de una tasa de interés anual igual a una veinteava parte de la 

tasa ordinaria del citado crédito, en ese sentido es la tasa del 

******.

En principio, es menester mencionar que por intereses 

ordinarios puede entenderse, respecto del deudor, como el 

precio que debe pagar por la disposición y utilización del capital 

(dinero), y respecto del acreedor, la ganancia que se obtiene 

del dinero prestado y, por su parte, los intereses moratorios no 

son otra cosa que la indemnización por mora, que tiene como 

finalidad desincentivar el retraso en el cumplimiento de una 

obligación a plazo al abrir la posibilidad de obtener 

periódicamente un lucro determinado hasta en tanto se cumple 

con la obligación principal y se constituyen en relación directa 
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con el tiempo que tarde el deudor en satisfacer la obligación 

principal pactada.

Asimismo, cabe señalar que sobre el tema de los 

intereses usurarios, la extinta Primera Sala de la Suprema 

Corte de Justicia de la Nación, al resolver la contradicción de 

tesis 350/2013, de la que derivaron las jurisprudencias 46/2014 

y 47/2014, aprobadas en sesión de veintiuno de mayo de dos 

mil catorce de rubros: “PAGARÉ. EL ARTÍCULO 174, 
PÁRRAFO SEGUNDO, DE LA LEY GENERAL DE TÍTULOS Y 
OPERACIONES DE CRÉDITO, PERMITE A LAS PARTES LA 
LIBRE CONVENCIÓN DE INTERESES CON LA LIMITANTE 
DE QUE LOS MISMOS NO SEAN USURARIOS. 
INTERPRETACIÓN CONFORME CON LA CONSTITUCIÓN 
[ABANDONO DE LA JURISPRUDENCIA 1ª./J. 132/2012 (10ª) 
Y DE LA TESIS AISLADA 1ª.CCLXIV/2012 (10ª)]” y 
“PAGARÉ. SI EL JUZGADOR ADVIERTE QUE LA TASA DE 
INTERESES PACTADA CON BASE EN EL ARTÍCULO 174, 
PÁRRAFO SEGUNDO, DE LA LEY GENERAL DE TÍTULOS Y 
OPERACIONES DE CRÉDITO ES NOTORIAMENTE 
USURARIA PUEDE, DE OFICIO, REDUCIRLA 
PRUDENCIALMENTE”, sostuvo que el artículo 174, párrafo 

segundo, de la Ley General de Títulos y Operaciones de 

Crédito (que prevé que en el pagaré el rédito y los intereses que 

deban cubrirse se pactarán por las partes, y sólo ante la falta de 

tal pacto, operará el tipo legal), permitía una interpretación 

conforme con la Constitución General y, por ende, ese 

contenido normativo debía interpretarse en el sentido de que la 

permisión de acordar intereses tenía como límite que una parte 

no obtuviera en provecho propio y de modo abusivo sobre la 

propiedad de otra, un interés excesivo derivado de un 

préstamo, destacando que dicha adecuación constitucional del 

precepto legal indicado, confería al juzgador la facultad para 

que, al ocuparse de analizar la litis sobre el reclamo de 

intereses pactados en un pagaré y al determinar la condena 

conducente (en su caso), aplicara de oficio el artículo 174 
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indicado acorde con el contenido constitucionalmente válido de 

ese precepto y a la luz de las condiciones particulares y 

elementos de convicción con que se contara en cada caso, a fin 

de que el citado artículo no pudiera servir de fundamento para 

dictar una condena al pago de intereses mediante la cual una 

parte obtuviera en provecho propio y de modo abusivo sobre la 

propiedad de su contrario un interés excesivo derivado de un 

préstamo.

Así, señaló que para el caso de que el interés pactado 
en el pagaré, generara convicción en la persona juzgadora 
de que era notoriamente excesivo y usurario acorde con las 

circunstancias particulares del caso y las constancias de 

actuaciones, debía proceder de oficio a inhibir esa 
condición usuraria apartándose del contenido del interés 
pactado, para fijar la condena respectiva sobre una tasa de 
interés reducida prudencialmente que no resultara 
excesiva, mediante la apreciación de oficio y de forma 

razonada y motivada de las mismas circunstancias particulares 

del caso y de las constancias de actuaciones que válidamente 

tenga a la vista el juzgador al momento de resolver.

En ese orden de ideas, la referida Sala destacó que 

constituían parámetros guía para evaluar objetivamente el 

carácter notoriamente excesivo de una tasa de interés -si de las 

constancias de actuaciones se apreciaban los elementos de 

convicción respectivos- los siguientes:

a) El tipo de relación existente entre las partes;

b) La calidad de los sujetos que intervienen en la 

suscripción del pagaré y si es que la actividad del acreedor se 

encuentra regulada;

c) El destino o finalidad del crédito;

d) El monto del crédito;

e) El plazo del crédito;
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f) La existencia de garantías para el pago del crédito;

g) Las tasas de interés de las instituciones bancarias 

para operaciones similares a las que se analizan, cuya 

apreciación -dijo- únicamente constituye un parámetro de 

referencia;

h) La variación del índice inflacionario nacional durante 

la vida real del adeudo;

i) Las condiciones del mercado; y,

j) Otras cuestiones que generen convicción en el 

juzgador.

En ese sentido, el Pleno en Materia Civil del Tercer 

Circuito, al resolver la contradicción de tesis 5/2019, analizó el 

parámetro guía contenido en el inciso g), respecto del cual 

refirió que en atención a los criterios emitidos por la Primera 

Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación se obtiene 

que el operador jurídico debe elegir el referente financiero 

adecuado, atento a la similitud que guarde con la naturaleza del 

crédito, para lo cual puede acudir a los datos publicados por el 

Banco de México o por la Comisión Nacional para la Protección 

y Defensa de los Usuarios de Servicios Financieros.7

Refirió que la indicada Sala del Alto Tribunal ha 

reiterado las diferencias entre la naturaleza y el origen de los 

intereses ordinarios y los moratorios. Derivado de la diferencia 

de sus causas, apuntó que los intereses ordinarios se generan 

a lo largo de la vida del crédito, por tratarse de la ganancia de 

su otorgamiento; en tanto que los intereses moratorios surgen 

sólo en el caso de que el deudor incumpla con el pago pactado, 

como una sanción por ese incumplimiento, por lo que su 

nacimiento es, generalmente, posterior al de los ordinarios, mas 

ambos pueden coexistir y devengarse simultáneamente, 

7Tomó como referencia lo expuesto en la ejecutoria que resolvió la contradicción de 
tesis 208/2015, (18) del índice de la Primera Sala del Máximo Tribunal de Justicia 
del País.
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cuando se actualiza la hipótesis que genera los intereses 

moratorios8. 

Expuso que si conforme a los lineamientos que han de 

observar los juzgadores para determinar la existencia o 

inexistencia de usura en los intereses pactados, deben acudir, a 

las tasas de intereses de las instituciones bancarias para 

operaciones similares a las que analicen, cuyos principales 

referentes se encuentran publicados por el Banco de México y 

por la Comisión Nacional para la Protección y Defensa de los 

Usuarios de Servicios Financieros, deben justificar la razón por 

la que se elige determinado parámetro financiero, con base en 

las condiciones análogas de la naturaleza del crédito y de sus 

variantes o características; por tanto, cuando coexisten 

intereses ordinarios y moratorios, se debe determinar lo 
excesivo o no de su tasa, de manera independiente, es 

decir, sin sumarse los intereses pactados para los ordinarios 

con los de los moratorios, en virtud de que su causa, naturaleza 

y referentes financieros son distintos. 

Explicó que la diferencia de los referentes financieros 
en el caso de los intereses ordinarios respecto de los 
moratorios, se advierte a través de la consulta que se puede 

realizar en la página electrónica del Banco de México, en el 

apartado "estadísticas", sub-apartado "intermediación 

financiera", en la cual se desplaza una gama de opciones para 

seleccionar tasas aplicadas a tarjetas de crédito, a créditos 

personales y microcréditos, a créditos de nómina, automotrices 

e hipotecarios, y una vez elegida la naturaleza del crédito 

buscado, se ingresan sus características, conforme a su 

destino, las instituciones crediticias a incluir, el periodo, y si se 

trata de un crédito vigente o vencido, y vigente con atraso o sin 

atraso, entre otras. 

8 En sustento de su afirmación citó la jurisprudencia 1a./J. 29/2000, producto de la ejecutoria de la 
contradicción de tesis 102/98 en comento, (20) de rubro : "INTERESES ORDINARIOS Y 
MORATORIOS EN EL JUICIO EJECUTIVO MERCANTIL. COEXISTEN Y PUEDEN 
DEVENGARSE SIMULTÁNEAMENTE”. 
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Luego, en el caso de elegirse las opciones de cualquier 

crédito vigente "sin atraso" y vigente "con atraso", es decir, sin 
mora o con mora, la tasa promedio ponderada por saldo se 

eleva en los créditos "atrasados", respecto de los "no 

atrasados", en atención a que el interés moratorio, al 
tratarse de una sanción, por regla general, en la práctica, es 
mayor al interés ordinario, que se produce por la mera 

ganancia del acreedor por el otorgamiento del crédito. 

Concluyó con la explicación de que los intereses 

ordinarios y moratorios tienen distinta naturaleza y origen, por lo 

que su mesura debe analizarse de manera independiente, en 

atención a que sus referentes financieros también lo son y, por 

regla general, son más altos los moratorios. 

Asimismo a pesar de que la parte actora forme parte del 

sistema financiero mexicano, las tasas que fijan al otorgar sus 

créditos pudieran ser usurarias. 

Lo anterior se estima así, porque si bien existe 

presunción iuris tantum, también lo es que admite prueba en 

contrario, por ello, aun cuando la parte actora pertenezca al 

sistema financiero, cuyo objetivo principal sea el otorgar 

créditos, esto ultimó abre la opción que las partes o el propio 

juzgador en acatamiento a su obligación de analizar la posible 

existencia de usura, concluya que la tasa de intereses aplicada 

en un asunto sometido a su conocimiento pueda ser o no 

excesiva.

Obligación legal que deviene de la contradicción de tesis 

350/2013 emitida por la extinta Primera Sala de la Suprema 

Corte de Justicia de la Nación, donde determinó el alcance de 

la libertad contractual de las personas en materia de intereses 

prevista en el artículo 174 de la Ley General de Títulos y 

Operaciones de Crédito y señaló que la permisión de acordar 

intereses por las partes no es ilimitada, sino que tiene como 

límite que una parte no obtenga en provecho propio y de modo 
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abusivo sobre la propiedad de la otra a partir de un interés 

excesivo derivado de un préstamo, ya que en tal supuesto, los 

intereses son usurarios, y por ende, trasgresores del artículo 

21, apartado 3, de la Convención Americana sobre Derechos 

Humanos. 

Por ello, el hecho de que la parte demandada haya 

firmado el contrato base de la acción y la actora  forme parte del 

sistema financiero mexicano, no implica que el juzgador no 

pueda analizar la posible configuración de la usura, ya que 

cuenta con atribuciones para analizar de forma oficiosa lo 

convenido respecto a los intereses ordinarios y moratorios 

pactados, y si acorde con las circunstancias particulares y 

propios del caso concreto controvertido y de los elementos que 

obren en autos, infiere que existe un interés excesivo derivado 

del crédito, en tal caso por imperativo deberá de manera 

oficiosa proceder a ajustar el interés correspondiente.

Al respecto, se cita por analogía la tesis II.2o.C.4 C 

(11a.), del Segundo Tribunal Colegiado en Materia Civil del 

Segundo Circuito, publicada en la undécima época, con registro 

digital 2031221, cuyo contenido es:

“TASAS DE INTERÉS EN CONTRATOS DE CRÉDITO 
BANCARIO. LAS PERSONAS JUZGADORAS 
DEBEN EXAMINAR DE OFICIO SI LAS PACTADAS 
SON USURARIAS, AUN CUANDO SE PRESUMA SU 
LEGALIDAD POR ESTAR SUJETAS A 
REGULACIÓN DEL BANCO DE MÉXICO.
Hechos: En un juicio ejecutivo mercantil oral una 
institución bancaria demandó el pago de diversos 
conceptos derivados de un contrato de crédito simple 
celebrado con una persona moral y una persona física. 
En dicho contrato se estipularon intereses ordinarios y 
moratorios. La persona juzgadora condenó al pago de 
las prestaciones reclamadas, pero se abstuvo de 
analizar si las tasas pactadas eran usurarias, al 
considerar que por estar sujetas a regulación del Banco 
de México gozaban de una presunción de legalidad. En 
amparo directo se alegó que la persona juzgadora 
debió efectuar un estudio pormenorizado y reducir las 
tasas pactadas al ser excesivas y, por ende, usurarias, 
violando los derechos de legalidad y al debido proceso.
Criterio jurídico: La presunción de legalidad de las 
tasas de interés pactadas en contratos de crédito 
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bancario, derivada de su regulación por el Banco de 
México, no releva a las personas juzgadoras de la 
obligación de examinar de oficio si dichas tasas 
configuran una condición usuraria.
Justificación: La Primera Sala de la Suprema Corte de 
Justicia de la Nación, en la tesis aislada 1a. CCLII/2016 
(10a.), sostuvo que las tasas de interés ofrecidas en los 
créditos operados por las instituciones bancarias gozan 
de la presunción de no ser excesivas ni usurarias, al 
estar sus operaciones supervisadas por el Banco de 
México, con el fin de que los créditos que dichas 
instituciones ofrecen al público en general se otorguen 
en condiciones accesibles y razonables. No obstante, 
en atención al artículo 21, numeral 3, de la Convención 
Americana sobre Derechos Humanos, tal circunstancia 
no releva a las personas juzgadoras de cumplir con su 
obligación de efectuar de oficio el examen de la 
condición de las tasas pactadas en el contrato de 
crédito –tanto en lo relativo a intereses ordinarios como 
moratorios–, al ser necesario para dilucidar si tal 
presunción se desvirtúa. Lo anterior con el objeto de 
advertir, por un lado, si resultan lesivas para la 
acreditada por implicar una condición usuraria 
generadora de intereses excesivos y, por otro, si 
generan un beneficio económico indebido para la 
acreditante en detrimento del patrimonio de la 
acreditada, lo cual conduciría a implementar ajustes 
que inhiban dicha condición de usura. Por tanto, de 
advertirse que las tasas pactadas tienen condición 
usuraria y generan intereses excesivos debe inhibirse 
tal estado, evitando con ello que en la resolución 
judicial se perpetúe la explotación usuraria en perjuicio 
del patrimonio de la parte acreditada y en beneficio 
indebido de la acreditante, aunado a que el examen de 
mérito resulta necesario, incluso, para determinar si la 
presunción referida ha sido desvirtuada”.

Examen que procede tanto para los intereses ordinarios 

y moratorios, que debe implementarse con base en los 

parámetros guía citados en las jurisprudencias 46/2014 y 

47/2014 de la extinta Primera Sala de la Suprema Corte de 

Justicia de la Nación y que se adviertan de las actuaciones, 

esto es, mediante el examen del tipo de relación existente entre 

las partes, la calidad de los sujetos que intervinieron en el 

contrato de crédito y si la actividad del acreedor está regulada, 

el destino del crédito, el plazo, la existencia de garantías, las 

tasas de interés de las instituciones bancarias para operaciones 

similares, la variación del índice inflacionario nacional durante la 

vida del adeudo, las condiciones del mercado, junto con el 
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estudio de elementos subjetivos sobre la existencia o no de 

alguna situación de vulnerabilidad o desventaja de la parte 

deudora. 

No se inadvierte la tesis aislada 1a. CCLII/2016 (10a.), 

de la entonces Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de 

la Nación, Décima Época, número de registro 2012978, de 

rubro: “USURA. LAS TASAS DE INTERÉS DE LAS 
INSTITUCIONES BANCARIAS QUE CONFORMAN EL 
SISTEMA FINANCIERO MEXICANO, GOZAN DE LA 
PRESUNCIÓN DE NO SER USURARIAS” sin embargo, de la 

misma se advierte que se omitió llevar a cabo un estudio de 

fondo, exhaustivo y completo sobre si las tasas de interés 

pactadas con instituciones bancarias, tanto ordinarias como 

moratorias, gozan o no de una presunción de no ser usurarias, 

al pertenecer al sistema financiero mexicano, sino que la litis de 

ese asunto se constriñó a analizar sobre la procedencia del 

recurso de revisión en un juicio de amparo directo, el cual 

finalmente fue desechado, dejando firme la sentencia recurrida, 

al estimarse que no se actualizó alguna cuestión de índole 

constitucional para resolver; postura que se refuerza con lo 

argumentado en el voto concurrente de la entonces ministra 

Norma Lucia Piña Hernández. 

Asimismo, apoya lo anterior la tesis VII.2o.C.19 C (11a.) 

del Segundo Tribunal Colegiado en Materia Civil del Séptimo 

Circuito, publicada en la undécima época, con registro digital 

2026963, cuyo contenido es:

“USURA. LA TESIS AISLADA 1a. CCLII/2016 (10a.), 
QUE PREVÉ QUE LAS TASAS DE INTERÉS DE LAS 
INSTITUCIONES BANCARIAS QUE CONFORMAN 
EL SISTEMA FINANCIERO MEXICANO TIENEN LA 
PRESUNCIÓN DE NO SER USURARIAS, NO ES 
OBLIGATORIA, EN RAZÓN DE QUE LO EXPUESTO 
EN ÉSTA NO FUE LA RATIO DECIDENDI DEL 
ASUNTO DEL QUE DERIVÓ.
Hechos: La autoridad responsable redujo de oficio el 
interés establecido en el documento base de la acción 
por estimar que tenía carácter usurario, mientras que la 
institución bancaria quejosa para desvirtuar lo fallado 
adujo en el juicio de amparo directo que aquél se fijó 
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bajo el más estricto apego a lo establecido en los 
indicadores permitidos en el Sistema Financiero 
Mexicano, invocando para ello la tesis aislada 1a. 
CCLII/2016 (10a.), de la Primera Sala de la Suprema 
Corte de Justicia de la Nación.
Criterio jurídico: Este Tribunal Colegiado de Circuito 
determina que la tesis aislada 1a. CCLII/2016 (10a.) no 
es obligatoria, en razón de que lo expuesto en ésta no 
fue la ratio decidendi del asunto del que derivó, pues el 
criterio sustentando en el fondo fue la procedencia del 
recurso de revisión en el juicio de amparo directo.
Justificación: Lo anterior, porque a la luz de la tesis de 
jurisprudencia 2a./J. 32/2018 (10a.), de título y 
subtítulo: "TESIS DE JURISPRUDENCIA, AISLADAS 
O PRECEDENTES INVOCADOS EN LA DEMANDA 
DE AMPARO. CORRESPONDE AL ÓRGANO 
JURISDICCIONAL PRONUNCIARSE SOBRE SU 
APLICABILIDAD AL CASO CONCRETO, AL MARGEN 
DE QUE EL QUEJOSO EXPRESE O NO 
RAZONAMIENTOS QUE JUSTIFIQUEN SU 
APLICACIÓN." y de la tesis aislada 2a. CXII/2016 
(10a.), de título y subtítulo: "PRECEDENTES 
JURISDICCIONALES. PARA DETERMINAR SU 
APLICACIÓN Y ALCANCE, DEBE ATENDERSE A SU 
RAZÓN DECISORIA.", sustentadas por la Segunda 
Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, y de 
la interpretación a los artículos 217, 218, 222 y 223 de 
la Ley de Amparo, se colige que la jurisprudencia que 
establezca la Suprema Corte de Justicia de la Nación, 
esto es, el Pleno y sus Salas, será obligatoria para 
todas las autoridades jurisdiccionales de la Federación 
y de las entidades federativas; que cuando establezcan 
un criterio relevante se elaborará la tesis respectiva en 
la que se recojan las razones de la decisión, es decir, 
los hechos relevantes, el criterio jurídico que resuelve 
el problema abordado en la sentencia y una síntesis de 
la justificación expuesta por el tribunal para adoptar ese 
criterio; respecto de los precedentes obligatorios, que 
las razones que justifiquen las decisiones contenidas 
en las sentencias que dicten el Pleno y las Salas del 
Máximo Tribunal constituyen precedentes obligatorios 
para todas las autoridades jurisdiccionales y que las 
cuestiones de hecho o de derecho que no sean 
necesarias para justificar la decisión no serán 
obligatorias. Así, de la ejecutoria emitida en el amparo 
directo en revisión 777/2016, del índice de la Primera 
Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, de 
la que derivó la tesis aislada 1a. CCLII/2016 (10a.), de 
título y subtítulo: "USURA. LAS TASAS DE INTERÉS 
DE LAS INSTITUCIONES BANCARIAS QUE 
CONFORMAN EL SISTEMA FINANCIERO 
MEXICANO, GOZAN DE LA PRESUNCIÓN DE NO 
SER USURARIAS.", se advierte que el estudio que se 
realizó fue en relación con la procedencia del recurso 
de revisión en juicio de amparo directo; empero, no se 
resolvió una cuestión de fondo, precisamente porque 
se estimó que éste era improcedente, pues de los 

D
IA

N
A

 SA
L

O
M

E
 H

E
R

N
A

N
D

E
Z

 PA
D

R
O

N
706a6620636a6633000000000000000000019fb6
26/05/27 21:57:33

P
JF

-V
er

si
ón

P
úb

lic
a



argumentos vertidos en la demanda de amparo, las 
consideraciones emitidas en la sentencia recurrida y los 
agravios formulados en el escrito de revisión no se 
advertía una cuestión de constitucionalidad que 
subsistiera como materia de análisis, incluso, se estimó 
que no existía problema de constitucionalidad porque el 
Tribunal Colegiado de Circuito había aplicado los 
precedentes de la Suprema Corte de Justicia de la 
Nación para sustentar los parámetros para determinar 
si las tasas de las que emanaba el asunto sometido 
ante su potestad en el juicio de amparo directo eran 
usurarias o no. En ese contexto, en los precedentes de 
las Salas de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, 
las cuestiones de hecho o de derecho que no sean 
necesarias para justificar la decisión no serán 
obligatorias, al ser argumentos incidentales o 
colaterales a las razones que sustentan el sentido del 
fallo, por lo que no deben constituir el fundamento 
esencial del juzgador para determinar la aplicación y el 
alcance del precedente jurisdiccional; por ende, es que 
no resulte obligatorio el criterio expuesto en la tesis 
indicada, ni sea dable acogerse al mismo, en razón de 
que no fue la ratio decidendi del asunto del que surgió, 
pues ésta fue sobre la procedencia del amparo directo 
en revisión y dentro de la razón decisoria no estaban a 
discusión los hechos relativos al fondo de la cuestión 
de constitucionalidad; de ahí que lo que se establece 
en la tesis aludida constituyen razones para 
complementar la resolución jurisdiccional secundaria –
obiter dictum–, ya que la litis no fue resolver si derivado 
del artículo 28 de la Constitución General, las tasas de 
interés de las instituciones que conforman el Sistema 
Financiero Mexicano gozan de la presunción de no ser 
usurarias”.

Establecido lo anterior, en el caso en particular, los 

intereses ordinarios y moratorios, pactados por las partes en 

el contrato base de la acción se fijaron a razón de una tasa del 
******** ***** ***** ****** *** *********** *** ******* 
anual y, de una tasa de interés anual igual a una veinteava 
parte de la tasa ordinaria, lo cual nos arroja el resultado de 

******.

Por tanto, se debe determinar si lo pactado por las 

partes resulta desproporcional de acuerdo con los parámetros 

fijados para que una tasa de interés se considere usuraria y que 

en el presente caso son:

a) El tipo de relación existente. En el caso se trata de 

un contrato de apertura de crédito simple.
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b) La calidad de las partes. De la lectura íntegra de 

las constancias de los presentes autos, se advierte que la parte 

actora es  **** ******* ******** ******** *********** ** 

***** ********* ***** ********** **** ****** como 

acreditante y, la demandada ****** ****** ******* ******; 

como acreditada.

c) La finalidad fue de préstamo. En el presente 

asunto, la finalidad del crédito otorgado, fue para la adquisición 

de inmueble, tal como se advierte del documento basal.

d) El monto del crédito. Que, en el caso es 

********** ******* * ****** ***** ****** salarios 

mínimos mensuales, que, a la fecha de la firma equiparó la 

cantidad de  *********** ************ ******* *** ****** 

******* * **** ***** ****** ****** *********.

e) El plazo del crédito. Lo fue de doscientos cuarenta y 

un meses.

f) Garantía de pago. Se constituyó garantía hipotecaria 

para garantizar el pago del crédito sobre el inmueble descrito en 

el documento basal.

g) Tasas de interés. Las tasas de interés de las 

instituciones bancarias para operaciones similares a las que se 

analizan.

En relación con este último parámetro, de la consulta a 

la página de internet 

http://www.banxico.org.mx/PortalTranspCompSistFin/, del 

Banco de México, en el apartado “Búsqueda general”, se 

agrega el término “Hipotecario 2009”, subapartado “Agregados 

monetarios y actividad financiera en mayo de 2009”, se advierte 

el comunicado de prensa de treinta de junio de dos mil nueve, 

en el que, el Banco de México, da a conocer datos del sistema 

financiero y monetario del país, encontrándose el cuadro 
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correspondiente denominado “Cuadro 10 Tasas de Interés de 

Crédito a los Hogares Por ciento anual”, al establecer en el 

contrato que la finalidad del préstamo sería para que fuera 

utilizado para adquisición de inmueble, se considera que es el 

más equiparable; así, de dicho cuadro, se desprende el 

Indicador del Costo de Créditos Hipotecarios, calculados en 

pesos a tasa fija, correspondientes al mes de mayo de dos mil 
nueve, tal y como se ilustra a continuación: 

De la gráfica anterior, se obtiene que la tasa de interés 

promedio ponderada para créditos hipotecarios, respecto del 

periodo de mayo de dos mil nueve, que es mes en el que se 

celebró el contrato base de la acción (veintiseises de mayo de 
dos mil nueve), la más alta arroja el 15.09% (quince punto 
cero nueve por ciento) anual, mientras que la más baja refiere 

el 12.30% (doce punto treinta por ciento) anual.

Por tanto, al tratarse de información extraída de una 

página de carácter oficial que la difunde de manera pública, 

constituye un hecho notorio para este juzgado federal.

Apoya lo considerado, en lo conducente, la 

jurisprudencia XX.2o. J/24, sustentada por el Segundo Tribunal 

Colegiado del Vigésimo Circuito, consultable en el Semanario 

Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, Materia 
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Común, Enero de 2009, Tomo XXIX, página 2470 y registro 

168124, que es como sigue:

“HECHO NOTORIO. LO CONSTITUYEN LOS DATOS 
QUE APARECEN EN LAS PÁGINAS 
ELECTRÓNICAS OFICIALES QUE LOS ÓRGANOS 
DE GOBIERNO UTILIZAN PARA PONER A 
DISPOSICIÓN DEL PÚBLICO, ENTRE OTROS 
SERVICIOS, LA DESCRIPCIÓN DE SUS PLAZAS, EL 
DIRECTORIO DE SUS EMPLEADOS O EL ESTADO 
QUE GUARDAN SUS EXPEDIENTES Y, POR ELLO, 
ES VÁLIDO QUE SE INVOQUEN DE OFICIO PARA 
RESOLVER UN ASUNTO EN PARTICULAR. Los 
datos que aparecen en las páginas electrónicas 
oficiales que los órganos de gobierno utilizan para 
poner a disposición del público, entre otros servicios, la 
descripción de sus plazas, el directorio de sus 
empleados o el estado que guardan sus expedientes, 
constituyen un hecho notorio que puede invocarse por 
los tribunales, en términos del artículo 88 del Código 
Federal de Procedimientos Civiles, de aplicación 
supletoria a la Ley de Amparo; porque la información 
generada o comunicada por esa vía forma parte del 
sistema mundial de diseminación y obtención de datos 
denominada "internet", del cual puede obtenerse, por 
ejemplo, el nombre de un servidor público, el 
organigrama de una institución, así como el sentido de 
sus resoluciones; de ahí que sea válido que los 
órganos jurisdiccionales invoquen de oficio lo publicado 
en ese medio para resolver un asunto en particular.”.

Así como el criterio sustentado en la tesis aislada 

I.3o.C.35 K, del Tercer Tribunal Colegiado en Materia Civil del 

Primer Circuito, publicada en el Semanario Judicial de la 

Federación y su Gaceta, Décima Época, Matera Civil, Libro 

XXVI, Noviembre de 2013, Tomo 2, página 1373, registro 

2004949, que dice:

“PÁGINAS WEB O ELECTRÓNICAS. SU 
CONTENIDO ES UN HECHO NOTORIO Y 
SUSCEPTIBLE DE SER VALORADO EN UNA 
DECISIÓN JUDICIAL. Los datos publicados en 
documentos o páginas situados en redes informáticas 
constituyen un hecho notorio por formar parte del 
conocimiento público a través de tales medios al 
momento en que se dicta una resolución judicial, de 
conformidad con el artículo 88 del Código Federal de 
Procedimientos Civiles. El acceso al uso de Internet 
para buscar información sobre la existencia de 
personas morales, establecimientos mercantiles, 
domicilios y en general cualquier dato publicado en 
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redes informáticas, forma parte de la cultura normal de 
sectores específicos de la sociedad dependiendo del 
tipo de información de que se trate. De ahí que, si bien 
no es posible afirmar que esa información se encuentra 
al alcance de todos los sectores de la sociedad, lo 
cierto es que sí es posible determinar si por el tipo de 
datos un hecho forma parte de la cultura normal de un 
sector de la sociedad y pueda ser considerado como 
notorio por el juzgador y, consecuentemente, valorado 
en una decisión judicial, por tratarse de un dato u 
opinión común indiscutible, no por el número de 
personas que conocen ese hecho, sino por la 
notoriedad, accesibilidad, aceptación e imparcialidad de 
este conocimiento. Por tanto, el contenido de una 
página de Internet que refleja hechos propios de una de 
las partes en cualquier juicio, puede ser tomado como 
prueba plena, a menos que haya una en contrario que 
no fue creada por orden del interesado, ya que se le 
reputará autor y podrá perjudicarle lo que ofrezca en 
sus términos.” 

Así, tomando en cuenta que las Tasa Promedio 

Ponderado para créditos hipotecarios, relativos al mes de mayo 
de dos mil nueve, es del 12.78% (doce punto setenta y ocho 
por ciento) anual, y que las tasas de intereses ordinarios y 
moratorios pactadas en el caso en particular, a razón del 

******** ***** ***** ****** *** *********** *** ******* 
anual y una veinteava parte de la tasa ordinaria, siendo el 

****** anual, respectivamente, son inferiores a las más altas 
permitidas por el Banco de México, en dicho periodo, por 
tanto, se considera que dichas tasas de interés en estudio 
no son usuarias.

Sirve de apoyo a lo anterior la jurisprudencia 1a./J. 

2/2023 (11a.), emitida por la extinta Primera Sala Suprema 

Corte de Justicia de la Nación, publicada en la Gaceta del 

Semanario Judicial de la Federación. Undécima Época, Libro 

24, Abril de 2023, Tomo II, página 1538, que dice: 

“USURA. EN CASO DE QUE EL JUZGADOR, DE 
MANERA JUSTIFICADA, OPTE POR TOMAR COMO 
REFERENTE LA TASA DE INTERÉS EFECTIVA 
PROMEDIO PONDERADA (TEPP) PARA CLIENTES 
NO TOTALEROS, A FIN DE VERIFICAR SI SON 
USURARIOS LOS INTERESES MORATORIOS 
PACTADOS POR PERSONAS FÍSICAS EN UN 
PAGARÉ, DEBE TOMAR EL VALOR MÁS ALTO DE 
LOS PUBLICADOS POR EL BANCO DE MÉXICO. 
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Hechos: Los Tribunales Colegiados de Circuito 
contendientes, al analizar en amparo directo, si eran o 
no usurarios los intereses moratorios reclamados en 
diversos juicios ejecutivos mercantiles, derivados de la 
suscripción de pagarés entre personas físicas, 
arribaron a decisiones contrarias para determinar cuál 
de los valores reportados (el más alto o el mínimo) 
debían considerar para la tasa de interés efectiva 
promedio ponderada (TEPP), para clientes no totaleros, 
que tomaron como referente para dicho análisis.
Criterio jurídico: La Primera Sala de la Suprema Corte 
de Justicia de la Nación determina que como parte del 
análisis del fenómeno usurario en el pacto de intereses 
moratorios derivados de un pagaré suscrito entre 
personas físicas, el juzgador al optar, de manera 
justificada, por emplear un referente distinto al costo 
anual total (CAT), como lo es la tasa de interés efectiva 
promedio ponderada (TEPP), para clientes no totaleros, 
debe tomar el valor más alto de los reportados por el 
Banco de México.
Justificación: En la contradicción de tesis 208/2015, la 
Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la 
Nación determinó, respecto al costo anual total (CAT), 
que debía tomarse como referente su valor más alto. 
Las mismas razones precisadas en la aludida 
contradicción resultan aplicables para la tasa de interés 
efectiva promedio ponderada (TEPP), para clientes no 
totaleros, en virtud de que al igual que el CAT, al 
tratarse de un indicador relativo al mercado crediticio, 
en específico, del mercado de tarjetas de crédito 
expedidas por los bancos, el valor más alto que sea 
reportado respecto de aquel índice, generará mayor 
convicción en el juzgador sobre si la tasa de interés 
moratoria pactada tiene o no visos de excesiva. Ello, si 
se tiene en cuenta que el análisis que realice el 
juzgador tendrá un punto de comparación que goza de 
la presunción legal de ser el límite de lo que no podría 
considerarse usurario, conforme a las reglas que rigen 
para las instituciones bancarias en el aludido mercado 
crediticio. Entonces, el máximo de los valores 
publicados por el Banco de México, no sólo para la tasa 
de interés efectiva promedio ponderada (TEPP), para 
clientes no totaleros, sino para cualquier otro referente 
de ese tipo, al gozar de la mencionada presunción de 
no usuraria, puede ser considerado como un límite que, 
de no rebasarse, podría descartar la sospecha de que, 
en el pacto de intereses, se hubiese presentado un 
fenómeno usurario. Ahora que, si se toma en cuenta 
que ese valor máximo es el determinado únicamente 
para los intereses ordinarios, entonces, para el 
supuesto de los intereses moratorios, menor sería la 
probabilidad de que los convenidos, al acercarse a ese 
límite o, incluso, rebasarlo cercanamente, puedan dar 
la apariencia de ser usurarios, en atención a que, la 
fijación de estos últimos, suele ser de mayor cuantía a 
la de los ordinarios, al tratarse de una penalización por 
el pago inoportuno o falta de pago del importe pactado. 
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Ahora que, en el supuesto de que tales intereses 
moratorios superen cercanamente el aludido valor 
máximo, el juzgador habría que tener en cuenta otros 
parámetros para determinar en qué proporción ese 
margen de exceso podría disipar o no la sospecha 
sobre lo usurario de esos réditos.”.

Por otra parte, en cuanto hace a los incisos h) y i), 
relativo a la variación del índice inflacionario nacional durante la 

vida real del adeudo y a las condiciones del mercado, cabe 

señalar que de la página de internet del Instituto Nacional de 

Estadística y Geografía (INEGI)9, que de igual forma se invoca 

como un hecho notorio para esta resolutora, específicamente, 

de la calculadora de inflación, se obtiene que el índice 

inflacionario nacional de mayo de dos mil nueve, fecha en la 

cual se celebró el contrato, a agosto de dos mil veintiséis —
que es el período en el que permite hacer el cálculo—, es del 

107.659% (ciento siete punto seiscientos cincuenta y 
nueve) por ciento, equivalente al 0.35% (cero punto treinta y 
cinco) por ciento mensual por concepto del índice 

inflacionario nacional.

Finalmente, en relación con el inciso j), relativo a otras 

cuestiones que generen convicción en el juzgador, y al 

elemento subjetivo a partir de la apreciación sobre la existencia 

o no, de alguna situación de vulnerabilidad o desventaja del 

deudor en relación con el acreedor; cabe señalar que de las 

constancias de autos no se advierten elementos que permitan 

apreciar dichas circunstancias, dado que por parte de la actora, 

fue exhibido el contrato de la acción, así como el estado de 

cuenta certificado, sin que de su demanda se desprendan tales 

elementos; siendo que la hoy demandada no exhibió constancia 

alguna a su escrito de contestación que permita corroborar si se 

actualizan dichas hipótesis.

En ese sentido, quedó demostrado que la tasa de 

interés ordinaria y moratoria, que las partes pactaron en el 

contrato base de la acción, a razón del ******** ***** ***** 

9 Calculadora de inflación 
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****** *** *********** *** ******* anual como ordinaria, y 

como moratorios una veinteava parte de la tasa ordinaria, 

siendo el  ******  anual, respectivamente, no resultan 
usurarias, ya que atendiendo a las particularidades del caso, 

así como a los elementos previamente analizados se obtiene 

que ésta no se encuentran por encima de la más altas de las 

Tasas Promedio Ponderado para créditos hipotecarios.

Es decir, las tasas pactadas corresponden a un 

porcentaje inferior a la más alta de Promedio Ponderado por las 

instituciones bancarias y demás instituciones que forman parte 

del sistema financiero para créditos hipotecarios.

De ahí que se concluye que la tasa de interés 
ordinaria y moratoria pactada en el contrato base de la 
acción no resulta excesiva ni usuraria.

En esas condiciones, una vez que se determinó que el 

interés ordinario pactado a razón del  ******** ***** ***** 

****** *** *********** *** ******* anual, que dividido entre 

doce por ser el número de meses que tiene un año, es del 

******* 
***** ***** 
***** *** 
********** 
******* * 
***** 

*** ******* mensual no es usurario, por tanto, se procede a 

condenar a la parte demandada, a pagar a la parte actora, los 

intereses ordinarios pactados en el contrato basal, generados 

a partir del veintiocho de febrero de dos mil veinticinco 

hasta el pago total del saldo insoluto, por así haberse 

pactado en la cláusula quinta, es decir, que se pagaría sobre 

el saldo insoluto del crédito, por lo que, si a la fecha, hay un 

saldo insoluto de  ****** ******** * *** ***** 

******** * **** ***** ******** ******* 

********* ** ** ****** ** ******, será hasta que se 

haga su pago total cuando se dejarán de generar los intereses 

ordinarios.
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Mientras que, los intereses moratorios, se comienzan 

a generar a partir del uno de mayo de dos mil veinticinco, 
fecha que precisó la parte actora en su escrito de demanda. 

Se destaca que los intereses ordinarios y moratorios 
deberán cuantificarse en ejecución de sentencia, previa 

formulación de la planilla de liquidación que exhiba la parte 

actora de conformidad con el artículo 1348 del Código de 

Comercio.

Por lo anterior, se da contestación a la EXCEPCIÓN DE 
INTERESES DESPROPORCIONADOS CONTROL DE 
CONVENCIONALIDAD, la cual resulta infundada, dados los 

argumentos expuestos.

NOVENO. Gastos y Costas. Cabe precisar, que el 

artículo 1084 del Código de Comercio, establece que debe 

condenarse costas en dos supuestos, a saber, cuando así lo 

prevenga la ley y cuando a juicio del juez se haya procedido 

con temeridad o mala fe, dicho numeral es del tenor siguiente:

“Artículo 1084. La condenación en costas se hará 
cuando así lo prevenga la ley, o cuando a juicio del juez 
se haya procedido con temeridad o mala fe.
Siempre serán condenados:
I. El que ninguna prueba rinda para justificar su acción 
o su excepción, si se funda en hechos disputados;
II. El que presentase instrumentos o documentos 
falsos, o testigos falsos o sobornados;
III. El que fuese condenado en juicio ejecutivo y el que 
lo intente si no obtiene sentencia favorable. En este 
caso la condenación se hará en la primera instancia, 
observándose en la segunda lo dispuesto en la fracción 
siguiente;
IV. El que fuere condenado por dos sentencias 
conformes de toda conformidad en su parte resolutiva, 
sin tomar en cuenta la declaración sobre costas. En 
este caso, la condenación comprenderá las costas de 
ambas instancias, y
V. El que intente acciones o haga valer cualquier tipo 
de defensas o excepciones improcedentes o interponga 
recursos o incidentes de este tipo a quien no solamente 
se le condenará respecto de estas acciones, defensas, 
excepciones, recursos o incidentes improcedentes, sino 
de las excepciones procesales que sean inoperantes.”
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En este caso, una vez examinadas todas las 

constancias que obran en el expediente del juicio oral mercantil 

en que se actúa no se advierte, que alguna de las partes haya 

procedido con temeridad o mala fe; de manera que no ha lugar 

a realizar la condena en costas con base en ese supuesto.

En consecuencia, procede examinar si alguna de las 

partes se colocó en otro de los supuestos concretos 

establecidos en las fracciones de la I a la V del artículo 1084 del 

Código de Comercio, en las que se establecen los casos en los 

que siempre se hará la condena en costas.

La hipótesis de la condena en costas prevista por la 

fracción I del artículo 1084 del Código de Comercio, no se surte 

porque la parte actora sí rindió pruebas para justificar su acción, 

mientras que la parte demandada lo hizo para justificar sus 

excepciones.

No se actualiza el supuesto de la fracción II del artículo 

1084 del Código de Comercio, porque no existe dato o 

elemento alguno en estos autos de que alguna de las partes 

haya presentado instrumentos o documentos falsos, testigos 

falsos o sobornados; de ahí que no ha lugar a realizar la 

condena en costas con apoyo en el referido supuesto.

Del mismo modo, no opera la hipótesis de condena en 

costas establecida en la fracción III del artículo 1084 del Código 

de Comercio, porque no se trata de un juicio ejecutivo mercantil, 

sino que lo que ahora se resuelve es un juicio oral mercantil.

Tampoco, se actualiza el supuesto de condena en 

costas previsto en la fracción IV del artículo 1084 del Código de 

Comercio, toda vez que como ahora se dicta la sentencia 

definitiva en un juicio oral mercantil, no se está en el caso de 

que alguna de las partes haya sido condenada por dos 

sentencias conformes de toda conformidad en su parte 

resolutiva; de manera que no procede realizar la condena en 

costas con base en el supuesto a que se ha hecho mérito.

D
IA

N
A

 SA
L

O
M

E
 H

E
R

N
A

N
D

E
Z

 PA
D

R
O

N
706a6620636a6633000000000000000000019fb6
26/05/27 21:57:33

P
JF

-V
er

si
ón

P
úb

lic
a



Finalmente, la fracción V del artículo 1084 del Código de 

Comercio establece, que siempre será condenando en costas, 

el que intente acciones o haga valer cualquier tipo de 
defensas o excepciones improcedentes o interponga 

recursos o incidentes de este tipo, a quien no solamente se le 

condenará respecto de estas acciones, defensas, excepciones, 

recursos o incidentes improcedentes, sino de las excepciones 

procesales que sean inoperantes.

En esa virtud, no procede a condenar en costas a las 

partes, ya que la acción resultó procedente, mientras que la 

parte demandada dio contestación a la demanda instaurada en 

su contra y opuso sus excepciones, misma que hizo posible el 

estudio de la cuestión planteada. 

Por lo anteriormente expuesto y fundado, y con apoyo 

en lo dispuesto por los artículos 1321, 1322, 1324, 1325, 1326, 

1327 y 1390 Bis 39 del Código de Comercio, se:

R E S U E L V E:

PRIMERO. Ha sido procedente la vía oral mercantil, en 

que la actora **** ******* ******** ******** *********** 
** ***** ********* ***** ********** **** ******, probó 
su acción y la demandada  ****** ****** ******* ****** 

no demostró sus excepciones.

SEGUNDO. Se reconoce el vencimiento anticipado 
del plazo para el pago del crédito otorgado a la demandada 

****** ****** ******* ******, en términos de lo expuesto 

en el considerando séptimo de esta resolución.

TERCERO. Se condena a la demandada a pagar en 

favor de la parte actora la cantidad de ****** ******** * 

*** ***** ******** * **** ***** ******** 

******* ********* ** ** ****** ** ******, 
reclamada como suerte principal, cuyo importe deberá ser 

pagado en moneda nacional y actualizado en el período de 
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ejecución de sentencia de acuerdo al valor que el salario 

mínimo tenga a la fecha de pago, lo que deberán hacer en el 

término de tres días hábiles, contados a partir de que sea 

legalmente ejecutable este fallo, conforme a los razonamientos 

vertidos en el séptimo considerando de esta sentencia. 

CUARTO. Se condena a la parte demandada a pagar 

en el mismo término a la actora, los intereses ordinarios y 
moratorios pactados en el documento base de la acción, 

generados a partir del incumplimiento del pago, hasta el pago 

total del saldo insoluto, los cuales se cuantificarán en ejecución 

de sentencia, a través de la liquidación correspondiente, en 

términos de lo expuesto en el considerando octavo de este 

fallo. 

QUINTO. No se hace condena en gastos y costas en 

esta instancia, en términos de lo expuesto en el considerando 

noveno de esta sentencia.

Notifíquese esta resolución en términos de lo 
dispuesto en los artículos 1390 Bis 22, 1390 Bis 38 y 1390 
Bis 39 del Código de Comercio y publíquese en la lista 
únicamente para efectos de que pueda ser integrado y 
visualizado por las partes al consultar expediente 
electrónico, en el entendido que la notificación quedó 
efectuada en la audiencia.

Así lo proveyó y firma Aimeé Michelle Delgado 
Martínez, Juez de Distrito en Materia Mercantil Federal en el 

Estado de México, con residencia en Naucalpan de Juárez, 

asistida de Diana Salomé Hernández Padrón, Secretaria que 

autoriza y da fe. Doy fe.

La persona secretaria del Juzgado de Distrito en Materia Mercantil Federal en el Estado de 
México, con residencia en Naucalpan de Juárez, hace constar y certifica: que la presente resolución 
se incorporó al expediente electrónico que existe en el Sistema Integral de Seguimiento de Expedientes; 
asimismo, que los archivos electrónicos correspondientes coinciden en su totalidad con las presentes 
constancias. Doy fe.
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